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ORGANIZACION JUDICIAL DE LA 
IGLESIA EN EL NUEVO CODIGO 
F. GIL DE LAS HERAS 
1. Visión general de esta organización 
Asomándonos a la vertiente externa de la organización judicial de 
la Iglesia, según el Nuevo Código, no son tantas las modificaciones. 
Diremos que permanece la estructura anterior: Tribunales diocesanos 
de Primera Instancia, Tribunales Metropolitanos de apelación, Tribu-
nales Supremos de la Rota Romana y de la Signatura Apostólica. 
Surgen en el N. C. los Tribunales Regionales de Primera y de Se-
gunda Instancia ya iniciados en la disciplina anterior pero sin mención 
expresa en el Código de 1917. No se aceptaron, a pesar de las peticio-
nes, los Tribunales de Tercera Instancia. Con todo existen en algunas 
naciones 1. 
Se han suprimido algunos procesos, como el de despido de Reli-
giosos con votos perpetuos pertenecientes a una Religión clerical exen-
ta. Queremos decir que no viene en el N. C. La supresión estaba ya 
hecha por Decreto de la Congregación de Religiosos del 28 de Marzo 
de 1974 2• También se ha suprimido el proceso para imponer una pena 
«ex informata conscientia». 
El proceso sobre la canonización de los siervos de Dios, según el 
canon 1.403, ha sido suprimido en el N. C. y enviado a una ley par-
ticular. 
1. Cfr. DEL AMO, Código de Derecho Canónico, Navarra, 1983, comentario 
:al canon 1441. 
2. AAS 66 (1974), 215-216. 
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Se ha introducido, como totalmente nuevo, el proceso oral (cns. 
1.656-1.670). La novedad, en cuanto a otros procesos, consiste en que 
se han reunido y sistematizado elementos que el Código anterior tenía 
dispersos y ha surgido un verdadero proceso con sus peculiaridades 
propias. Esto ha sucedido con el proceso de separación conyugal 
(cns. 1.692-1.696). El recurso jerárquico contra los decretos administra-
tivos puede ser considerado como un proceso totalmente nuevo (cns. 
1.732-1739) . 
No se ha llegado en el texto aprobado a la instauración o creación 
de los Tribunales administrativos regionales, a pesar de que estuvieron 
en el esquema hasta el final. A última hora fue suprimida esta mate-
ria, como sucedió en la codificación de 1917. Según el N. C., tenemos 
esta materia disciplinada con el recurso administrativo contra el de-
creto Jerárquico y la existencia del Tribunal de la Signatura, como 
Tribunal Supremo administrativo. 
Todavía en esta visión externa, pero entrando más en la organiza-
ción judicial de la Iglesia, diremos que el N. C. tiene un proceso pro-
totipo de todos los demás al que se deberá remitir oportunamente. Es 
el llamado ((juicio contencioso ordinario» (cns. 1.501-1.655), al que pre-
ceden unos principios sobre los juicios en general (cns. 1.400-1.500). 
Continúa el proceso oral que es, como el anterior, un proceso conten-
cioso con la peculiaridad de que es oral y no escrito. En él se estable-
cen unas normas de acuerdo con esta peculiaridad y las propias de la 
rapidez con que se desarrolla que es también algo peculiar en este pro-
ceso. En lo demás se debe seguir la norma general de los juicios y 
las del contencioso ordinario. Como particularidades propias de este 
proceso mencionaremos sucintamente las que se refieren a la deman-
da, a la notificación al demandado, a la fórmula de dudas, a la audien-
cia y a la sentencia. 
Los demás son ya procesos especiales comprendidos en los cá-
nones 1.671-1.716. Aquí entran: el proceso de declaración de nulidad 
de matrimonio (cns. 1.671-1.691); el de separación conyugal (cns. 
1.692-1.696); el de dispensa de matrimonio rato y no consumado (cns. 
1.697-1.706); el proceso sobre la muerte presunta del cónyuge (cns. 
1.707); el de las causas para declarar la nulidad de la sagrada ordena-
ción (cns. 1.708-1.712). 
Finaliza el Código con el proceso penal (cns. 1.717-1.731) y con los 
recursos administrativos, los de remoción y traslado de Párrocos (cns. 
1.732-1.752). 
2. La organización judicial en su estructura interna. 
Digamos en primer lugar en cuanto a la nueva terminología. 
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No se habla de juicio criminal 3, cuyo término se usaba en el Có-
digo anterior 4, así desaparece la distinción entre juicio contencioso 
y juicio criminal s que venía en la disciplina del otro Código. Con ello 
se ha venido a suavizar la expresión que venía del derecho romano 6. 
Sin duda que en este cambio ha influido el hecho de que en las ad-
vertencias que aparecen en la «RELATIO» se pidió este cambio de ter-
minología pues no todos delitos son crímenes y el mero hecho de que 
un clérigo sea objeto de un proceso criminal lesiona gravemente la 
estimación de su persona, lo cual se debe evitar 7. Expresamente se 
han querido evitar las definiciones de juicio, de juicio contencioso, de 
juicio penal, pero es claro que los tres están contenidos en el primer 
canon de los juicios en general 8. 
También advertimos que no viene empleada la palabra «reo» en 
el N. C. fuera de los juicios penales, siendo sustituida por la de «par-
te demandada». El cambio responde mejor a la realidad que se sig-
nifica en estos juicios pues «reo» aun cuando venga del derecho roma-
no, de la realidad «res», había venido a significar persona culpable, 
delincuente o tenido como tal. Esto es real en los juicios penales pero 
no responde a realidad en los demás juicios. 
El N. C. emplea la palabra «Vicario judicial» y «Vicario judicial 
adjunto» a la vez que «Officialis» o «Videoficialis». Quedan ahora con 
términos semejantes las tres líneas: Vicario General, Vicario Pastoral, 
Vicario judicial. Como el término nuevo responde a significados exac-
tos, estimamos gran acierto el término que ya venía siendo utilizado 
en la práctica curial. 
Responde a sentido práctico también el cambio de las expresiones 
«jueces sinodales y prosinodales» por la de «jueces diocesanos». 
Quizás más consecuentes con el respeto a la dignidad de la perso-
na, evolución de nuestms tiempos en conformidad con el Vaticano 11, 
se ha dejado de llamar «contumaz» al que no comparecía en juicio ha-
biendo sido citado. El N. C. le declara «ausente en juicio», aunque la 
sustancia no ha cambiado mucho (cn. 1.592). 
3. Cn. 1400,2. 
4. Cn. 1502,2 del Código de 1917. 
5. Cn. 1552,2,2 del Código de 1917. 
6. Con todo, han quedado las expresiones «causa criminales» (en. 489,2) y 
«actio criminalis» (cns. 1362,5,1; 1720,3; 1726) referidas a las causas llamadas 
criminales y ahora penales (VARIOS, La nuova legislazione canonica, Roma 1983, 
p. 383). 
7. En la respuesta que se dio a las advertencias del canon 1667 del es-
quema. 
8. Cn. 1400. 
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A. DE LOS JUICIOS EN GENERAL 
3. El influjo del Vaticano II 
En la relación que comprendía lo actuado por las Comisiones desde 
Marzo de 1966 a Octubre de 1970, se decía que en las modificaciones 
expuestas aparecía, más que la técnica del derecho, el espíritu del 
Vaticano n. Expresamente se menciona la finalidad de que la justicia 
se administre con seguridad y rapidez; que cada miembro del pue-
blo de Dios pueda confiar la defensa de sus derechos a un sistema pro-
cesal perspicuo. Se reconocía a la vez el influjo de las costumbres 
de alguna nación así como las leyes civiles de algún lugar sobre todo 
encuanto al modo y cualificación de los medios de prueba y actos 
judiciales. Por otra parte, teniendo en cuenta la estructura jerárquica 
de los tribunales y el derecho de todo fiel de llevar su causa siempre 
a la Sede Apostólica, las leyes procesales en toda la Iglesia deben te-
ner una congruencia esencial. De ahí la necesidad de encontrar en la 
nueva codificación el equilibrio entre la descentralización y la unitaria 
organización de la justicia; entre una clase de proceso breve y la se-
gura defensa del bien privado y del público 9. Como veremos, esto que 
entonces se acusaba, ha permanecido en el texto aprobado, juntamen-
te con otros matices que iremos advirtiendo. 
En toda la exposición fundamentalmente nos detendremos en lo 
que ha sido modificación introducida por el N. C. en relación con el 
de 1917. Solamente destacaremos aquellos puntos más relevantes ya 
que un trabajo de unas dimensiones limitadas no da espacio para 
otra cosa. Buscaremos también la razón que se ha tenido en cuenta 
para introducir estos cambios sirviéndonos de los datos publicados 
en COMMUNICATIONES. 
4. Del fuero de competencia (cns. 1.404-1.416). 
Sobre la materia que juzga la Iglesia con derecho propio y exclu-
sivo se ha conservado lo que prescribía el canon 1.553 del Código an-
terior pero se ha suprimido lo referente al privilegio del foro que ya 
no es admitido en ningún país lO. Y ésta fue la razón de la supresión. 
Tampoco tiene hoy sentido lo relativo a la prevención entre la po-
9. COMMUNICATlONES, 11, n. 2, 1970, pp. 183-184. 
10. COMMUNICATlONES, X, n. 2, 1978, p. 217. 
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testad civil y la Iglesia, como se dio en otro tiempo. Hoy no sería 
admitida por los diversos Estados y a nada hubiera conducido hacer 
prevalecer esta norma en nuestro Código. También ha sido suprimida 
esta norma. La prevención hoy se admite solamente entre tribunales 
que están sometidos a un mismo ordenamiento jurídico. Esta razón se 
tuvo presente y a ella obedeció la supresión 11. Así ha quedado la dis-
ciplina nueva en los cánones 1.400-1.403. 
También en esta primera parte de los juicios en general se ha de-
jado constancia de que las causas de la canonización de los siervos de 
Dios se rigen por una ley pontificia peculiar 12. Aun cuando este proce-
so se desarrolla con cierta forma externa parecida al proceso ordinario, 
ni su objeto ni su decisión final guarda semejanza con aquél. No hu-
biera sido acertado incluirle aquí. 
Un principio general aparece en estos primeros cánones sobre la 
universalidad de la ley contenida en este Código, en su parte procesal 
«Todos los tribunales de la Iglesia se rigen por los cánones que siguen, 
quedando a salvo las normas de los tribunales de la Sede Apostólica» 13. 
Ante este canon parecería que en el N. C. no se han tenido presentes 
las exigencias de las culturas locales sobre formalidades procesales. 
Consta en las actas de la codificación que se tuvo presente este as-
pecto 14. Así siguiendo la lectura del N. C., se encuentra que ha previsto 
la existencia de un reglamento particular propio de cada tribunal, que 
aplique más concretamente las normas del proceso común. Este regla-
mento no podrá ir contra el derecho común. Tampoco podrá consti-
tuir en norma aquello que vaya en detrimento de una justa aplica-
ción de la justicia, ni lo que constituya una corruptela por el modo 
como se viene actuando. Convendrá que estos reglamentos sean apro-
bados por el Tribunal de la Signatura Apostólica para evitar posibles 
abusos. Llamamos la atención sobre éste: la distribución de las cau-
sas en un tribunal que consta de varios jueces. Es un momento, el 
primero, antes de iniciar el proceso, en el que se pueden cometer los 
primeros abusos e injusticias. De hecho, algunos jueces están ya ape-
lando a una reglamentación propia, como si la tuviesen, para tratar 
de justificar abusos en esta línea. 
Por lo demás, el N. C. hace referencias expresas «en lo que se re-
fiere a la extensión de las defensas, número de ejemplares y otras 
11. ¡bid., p. 218. 
12. Cn. 1403. Hoy se rige por la Constitución Apostólica «Divinus per-
fectionis Magister» de 25 de enero de 1983 y las Normas de la S. C. de 7 de fe-
brero de 1982. 
13. Cn. 1402. 
14. VARIOS, La nuova legislazione ... , p. 376. 
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circunstancias semejantes se observará el reglamento del tribunal» 15. 
En el canon 1.561 se hace referencia a una ley particular; reglamentan-
do quién debe hacer las preguntas en los interrogatorios, establece el 
principio general «a no ser que la ley particular establezca otra cosa» 
El canon 1.470 dice quiénes pueden estar presentes en el aula «si una 
ley particular no dispone otra cosa». En cuanto a la caducidad de la 
Instancia, admite que la ley particular puede establecer otros plazos 
(en. 1.520). Como se admite ley particular para la transación, compro-
miso y juicio arbitral (en. 1.714). 
-En cuanto a la competencia absoluta del Romano Pontífice ob-
servamos que el N. C. no menciona a los hijos e hijas ni a aquellos 
a quienes compete el inmediato derecho de sucesión en la soberanía, 
como indicaba el Código anterior 16. Solamente viene mencionado el 
que ejerce la suprema autoridad del Estado. Es la tendencia a no 
multiplicar excesivamente los privilegios, muy en consonancia con la 
sensibilidad de nuestros tiempos. También las circunstancias de los 
tiempos actuales venían exigiendo el cambio en lo que fue una prác-
tica más en conformidad con otras épocas y sus entornos sociales. 
-Los casos que hasta ahora se decían reservados a los tribunales 
de la Sede Apostólica, en el N. C. se dicen reservados al Tribunal de 
la Rota Romana. En realidad, ésta era la práctica más frecuente (en. 
1.405). 
Ahora no se hace distinción entre Obispos residenciales y Obispos 
titulares en cuanto a las causas contenciosas 17 y la competencia del 
Tribunal de la Rota Romana. Se pone también ahora bajo esta com-
petencia al Abad Primado, al Abad Superior de una Congregación mo-
nástica y al Superior General de los Institutos Religiosos de derecho 
Pontificio 18. 
-Con relación a la competencia relativa se han seguido ordinaria-
mente los principios ya contenidos en el Código anterior. Pero puede 
servir de ilustración muy útil conocer las diversas sugerencias que 
hubo y las razones por las que no fueron aceptadas ciertas modifica-
ciones. 
Así alguna Conferencia Episcopal propuso que se reconociesen a 
todos los tribunales la competencia de juzgar las causas que a ellos 
15. Cn. 1602. 
16. Cn. 1405,1; 1557,1 del Código anterior. 
17. Ya se advirtió en cuanto al número 3 dep párrafo primero, que no 
hace falta mencionar a los titulares porque ya se entendía así y era superfluo. 
(COMMUNlCATIONES, X, 2, 1978, p. 220). 
18. Cn. 1405. En el esquema anterior no constaba el inciso «de derecho 
pontificio». Se incorporó ante las observaciones de algunos (COMMUNICATIONES, 
X, 2, 1978, p. 221). 
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se sometan sin que se tenga que atender a otro título de competencia. 
Se contestó que la proposición era «nimis singularis et periculosa pro 
recto ordine iustitiae administrandae» 19. Quizás en otros tiempos no 
se hubiese podido dar otra respuesta más adecuada con conocimien-
to de causa sobre estos abusos a que podría dar esta sugerencia pues-
ta como norma. Están muy recientes las lamentaciones que han traído 
ciertas aperturas en este sentido. 
-A pesar de que algunos habían pedido que se tuviese en cuenta 
el domicilio de la parte actora también para establecer el fuero de 
competencia, dada la facilidad de traslado de un lugar a otro, se con-
testó que no había motivos para tener en cuenta esta sugerencia en la 
parte de los juicios en general de modo que sirviese para todas las 
causas, aunque se consideraría en el apartado correspondiente a las 
causas matrimoniales 20. En realidad, no es el lugar éste ya que la ne-
cesidad que pueda surgir en las causas matrimoniales no es frecuente 
en otras causas. De hecho, como veremos, en el proceso matrimonial 
se ha tenido en cuenta. Con todo, se ha introducido, el fuero del actor 
cuando se desconoce el domicilio, cuasidomicilio o lugar de residencia 
del demandado. Y se pone la limitación todavía de cuanto corresponde 
otro fuero legítimo 21. Y no se admitió que en el caso del vago se pu-
diese acudir al domicilio de actor como título de competencia. Se dio 
como razón que aun en el caso de los vagos debe estar determinado el 
fuero por el derecho para que no esté al arbitrio del actor 22. Dejar el 
fuero al arbitrio del actor traería abusos e injusticias. No es infre-
cuente que el actor manifieste desconocer el paradero de la parte 
demandada para, entre otras finalidades, obtener el fuero que desea 
buscando el tribunal complaciente. 
-Se mantiene el domicilio y cuasidomicilio. Es sabido que el M.p. 
«Causas matrimoniales» derogó en cuanto a los procesos matrimonia-
les, en causas de nulidad, este fuero sustituyéndolo por el de «residen-
cia no precaria». En los primeros esquemas venía todavía la residen-
cia no precaria pero fue suprimida más tarde sin duda ante los abu-
sos que se iban cometiendo. Algunos habían pedido que se mantuvie-
se una forma más amplia sobre este fuero y concretamente que se 
19. ¡bid., p. 222. 
20. ¡bid. 
21. Cn. 1409. No es de extrañar que el legislador muestre su resistencia 
a aceptar como lugar de fuero el domicilio o cuasidomicilio del actor. Tam-
bién podrían darse abusos en esta aceptación. Y uno de ellos es el alegar des-
conocer el domicilio de la parte demandada para acogerse al tribunal más 
complaciente. Con todo, no se quiere dejar un vacío en el fuero, de ahí que 
se admita el del actor. 
22. COMMUNICATIONES, ibid., p. 223. 
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mencionase la residencia no precaria. El Secretario propuso a los 
Consultores que considerasen la sugerencia teniendo en cuenta que 
la nueva noción de cuasi domicilio era más amplia: «la residencia con 
ánimo de permanecer allí durante tres meses». A todos agradó esta 
advertencia encontrando más acertado el nuevo concepto de cuasido-
micilio decidiendo se mantuviese éste en materia matrimonial y su-
primiendo la residencia no precaria 23. 
El título de la residencia no precaria ha traído los abusos cono-
cidos en nuestros tiempos en lo que ha sido llamado «fuga de causas» 
que tanto daño ha hecho en la Iglesia y en las almas. La permanencia 
del título de cuasidomicilio puede corregir, en parte, esta corrupción. 
Pero quizás no sea suficiente. Será preciso tomar precauciones más 
radicales comenzando desde aquellos que patrocinan estos fraudes 
a la ley con gravísimo perjuicio para las almas. 
-No se menciona el título de peregrino en Roma que tenía el 
Código anterior en el canon 1.562. Tampoco venía en esquema ante-
rior. Algunos poquísimos, sugirieron que se incorporase, pero la pro-
posición no complació a los Consultores porque se habían dado no 
pocos abusos en los últimos tiempos y se podían prever mayores abu-
sos en el futuro, dadas las facilidades para los traslados en los tiem-
pos actuales 24. No podemos menos de congratularnos al ver la sen-
sibilidad que ha tenido el Legislador para suprimir aquellas normas 
que podrían ser objeto de fraude y de graves abusos. 
-También ha desaparecido lo referente al fuero necesario que 
traía el Código anterior en el canon 1.560. 
-En cuanto al fuero de las causas que se refieren a las heren-
cias o legados píos se admite el título de competencia, además del 
domicilio del testador, como decía el Código anterior 25, el cuasidomi-
cilio o lugar de residencia 26. 
-Se advierte en el N. C. tendencia a ampliar los títulos de com-
petencia y no a restringirlos pero, a la vez, no quiere que en la ley se 
preste ocasión a abusos que llevan a la injusticia. Así no se admitieron 
las sugerencias de algunos a suprimir los títulos de lugar del contrato. 
del lugar de la cosa, del lugar donde se realizó el delito. Pedía se sus-
tituyesen estos títulos por el de mayor número de pruebas. Tampoco 
se admitieron las sugerencias en el sentido de que no se admitiese la 
expresión de «conveniri potest» en el caso del foro penal. Se dio como 
23. Ibidem, p. 221. 
24. COMMUNICATIONES, ibid., p. 223. 
25. Cn. 1560,4 del Código anterior. 
26. Cn. 1413,2. 
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razón el no privar de la acumulación de fueros o títulos de compe-
tencia 27. 
Con relación a las causas conexas el N. C. trae ligeras modifica-
ciones y se ha concretado en el sentido de algunas afirmaciones. Según 
el N. C., han de ser tratadas por el mismo tribunal y en el mismo pro-
ceso (cn. 1.444). No se podría llevar una de ellas en el contencioso or-
dinario y otra en el oral estando acumuladas por conexión, o en el 
penal. Hemos de advertir que este inciso subrayado no venía en el 
Código anterior. En vez de decir «por el mismo juez», se dice «por el 
mismo tribunal» por razón de uniformidad en la terminología 28. 
Se ha suprimido la expresión de «conexión por continencia». No 
aparecen los motivos que se han tenido en cuenta. La expresión com-
plació a todos Consultores. En realidad, en toda continencia hay cone-
xión. También esto puede indicar que el N. C. entiende la conexión 
en el sentido más amplio. Antes del Código de 1917 tampoco se hacía 
esta distinción. Se suponía conexión en la continencia 29. 
El principio general de que las causas conexas han de ser trata-
das por el mismo tribunal y en el mismo proceso tiene la limitación de 
«a no ser que lo impida un precepto legal». En el esquema se decía 
«a no ser que lo impida la incompetencia absoluta» del juez o lo pre-
ceptuado en el canon 24» (que trata de las causas que se reservan al 
tribunal colegial). De hecho, no se aceptó el inciso del esquema y se 
debió a que algunos dijeron que «la cláusula final era de tal índole 
que suscitaba dudas sobre si pueden unirse causas conexas de diverso 
grado de jurisdicción; por lo cual era mejor volver a la cláusula ge-
neral del canon 1.567 del Código de 1917. Y esta proposición agradó 
a todos 30. Entendemos que con ello no se ha prohibido que las causas 
conexas, aun cuando estén en diverso grado de jurisdicción, si el tri-
bunal es competente para ambos grados, puedan ser acumuladas. Ni 
lo impide la incompetencia absoluta, que, por supuesto no se daría, 
ni lo prohibe un precepto legal. Cuando la conexión es solamente sub-
jetiva (identidad de personas) no está mandada la acumulación, tam-
poco está prohibida. Nunca veríamos en ella una incompetencia abso-
luta como tampoco en la acumulación de causas de diverso grado 
cuando el Tribunal que las acumula puede juzgar en ambos grados. 
27. COl\¡IMUNICATIONES, ibid., p. 226. No deja de ser una facilidad mayor en 
la administración de la justicia. 
28. ¡bid., p. 226. 
29. DEL AMO, Código de derecho canónico, Universidad de Navarra, comen-
tario al canon 1414. 
30. COMMUNICATIONES, l.c., p. 227. 
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A veces, la necesidad procesal de economía, de pruebas que no se 
pueden conocer de otro modo, puede exigir esta acumulación. 
-Se pidió que se pusiese aquí el canon que trata del tribunal 
que debe resolver el conflicto de competencia y que en el esquema, 
como en el Código de 1917 venía en el título sobre la disciplina de los 
tribunales. Ahora ha quedado resuelto de modo más expedito y sen-
cillo; cuando los dos tribunales tienen el mismo tribunal de apela-
ción, éste debe resolver el conflicto. Si no están sujetos al mismo tri-
bunal de apelación, resuelve el conflicto la Santa Sede (cn. 1.416). 
5. Los distintos grados y clases de tribunal (cns. 1.417-1.445). 
-Ante el principio general de que «cualquier fiel puede llevar o 
introducir ante la Santa Sede una causa, tanto contenciosa como penal, 
en cualquiera instancia del juicio y cualquiera que sea el estado en 
que se encuentre el litigio» (cn. 1.417), no se admitió la sugerencia de 
que solaIQ.ente se pudiese acudir a la Santa Sede en caso de apelación 
y sólo en devolutivo, no en suspensivo. Se dio como razón que con 
ello se lesionarían «gravemente los derechos del Romano Pontífice» 31. 
Entendemos que también se limitarían los derechos de los fieles. 
Es de advertir que el N. C. usa la palabra «provocatio» en vez de 
«recursus» que emplea al Código anterior. Algunos pidieron que se pu-
siese el término de éste. Se respondió que la palabra «provocatio» tie-
ne un sentido «más amplio y menos técnico» 31. Por ello, entendemos 
que se ha querido facilitar el poder acudir al Romano Pontífice, pues 
sin llegar al caso técnico de recurso, se podría llevar a él la causa. 
En cuanto a las facultades· del juez inferior de seguir actuando, 
una vez que se ha pedido la intervención del Romano Pontífice, el 
Código anterior y el esquema decían «de no constar que la Santa Sede 
ha avocado a sí la causa». Se admitió la sugerencia de cambiar este 
inciso por este otro: «a no ser que la Santa Sede comunique que ha 
avocado a sí la causa» 32. Con ello se viene a -evitar -algún peligro de 
abuso que puede existir en lo que es una facilidad para la justicia. Y 
ya, en vista de este peligro, el 13 de Diciembre de 1977 la Signatura 
Apostólica enviaba una carta a todos los Obispos diocesanos en la que 
se decía que los jueces no deben suspender el curso normal de las 
actuaciones en caso de recurso al Papa hasta que les constase por do-
cumento auténtico y legítimo que el Pontífice había intervenido en la 
31. Ibid., p. 228. 
32. COMMUNICATIONES, ibid., p. 228. 
ORGANIZACIÓN JUDICIAL EN EL NUEVO CÓDIGO 133 
cuestión. Con ello se vendrían a evitar las dilaciones que, a veces, se 
buscaban con estos recursos 33. 
a) El tribunal de Primera Instancia. El juez. 
Ya en la misma rúbrica advertimos una modificación. El Código 
anterior decía «Del tribunal ordinario de Primera Instancia». Ahora 
el N. C. suprime el término «ordinario». La razón de esta omisión es 
correlativa a la omisión de los tribunales delegados que figuraban en 
los cánones 1.604-1.607 del Código de 1917. 
Aun cuando no se mencionen expresamente los tribunales delega-
dos, no por ello se puede decir que han sido suprimidos o están prohi-
bidos pues no está prohibido que los Obispos deleguen la potestad 
judicial. Expresamente trataron esta cuestión los Codificadores y, ante 
alguna petición en el sentido de que se mencionasen los tribunales 
delegados, el Relator contestó que esta omisión se había hecho deli-
beradamente para que no venga perturbado el orden público con ju-
risdicciones especiales. Pero, en realidad, no se prohiben los tribuna-
les delegados, como es evidente. Estos pueden ser delegados por la 
Santa Sede o por los Obispos, como se deduce de las normas genera-
les en las que solamente a los jueces se les prohibe delegar la potes-
tad (c. 135,3). Por ello, se hizo constar que no había la laguna jurídi-
ca y se acordó suprimir la palabra «ordinario» de las rúbricas de los 
capítulos primero, segundo y tercero» 34. 
También encontramos como novedad acertada lo dicho en el ca-
non 1.419 sobre el juez de Primera Instancia que es «el Obispo dioce-
sano» y no el «Ordinario local» como decía el Código anterior (cn. 
1.572). 
-Cuando se trata de derecho o de bienes de una persona jurídica 
representada por el Obispo, se debe acudir al tribunal de apelación. 
Así queda modificado el canon 1.572 del Código anterior. La norma 
ha buscado una mayor independencia en la administración de la jus-
ticia. Tengamos en cuenta que se trata de Primera Instancia (cn. 1.419). 
No olvidemos que, si son bienes o derechos particulares del Obispo 
se rigen por el canon 1.405. 
-Ha quedado suprimida la norma que decía que, si el Provisor 
era nombrado Vicario Capitular, debía nombrar otro Provisor (cn. 
1.573/7). La razón que se dio es que el cargo de «Administrador diocesa-
33. Carta Circular de 13 de Diciembre de 1977, AAA 70 (1978), p. 75. 
34. ¡bid., pp. 243-244. 
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no era para breve tiempo y no parecía oportuno imponerle la renun-
cia a su cargo de Provisor 35. 
-Se introduce la gran novedad de poder ser juez un laico. Se 
trata de integrar el tribunal colegiado. Para ello, es necesario el per-
miso de la Conferencia Episcopal y que sea un caso de necesidad 
(cn. 1.421/2). Precisamente la utilidad de esta norma está en que se 
puede nombrar en caso de necesidad. No se concreta ni se distingue 
si ha de ser hombre o mujer, tampoco debemos distinguir. El esque-
ma anterior decía «uni viro laico». Se suprimió la palabra «viro» y se 
remitió al M.p. «Causas matrimoniales» 36. En realidad, no se trata 
de potestad de orden, por consiguiente, puede ser ejercida por laicos. 
En la misma confección del canon se ve que los Consultores trataron 
de demostrar esta posibilidad acudiendo a argumentos tomados de 
la teología en autores de autoridad y en la historia. 
El canon 1.421 dice que los jueces diocesanos sean «clérigos», no 
dice «sacerdotes», por consiguiente, los diáconos también pueden serlo. 
Ya conocemos la introducción de los términos «Vicario judicial» 
y «Vicario judicial adjunto». Según el N. C., han de ser nombrados por 
un tiempo determinado y no pueden ser removidos si no es por causa 
legítima y grave 37. Llama la atención la modificación introducida con 
relación al Código anterior que no mencionaba tiempo por el que se 
daba este nombramiento y podía «ser removido a voluntad del Obis-
po» según el canon 1.573. Ahora se prescribe el nombramiento por un 
tiempo determinado y no puede ser removido si no es por causa legí-
tima y grave. Se trata de evitar la inestabilidad del juez y la perpetui-
dad vitalicia. 
b) Tribunales regionales 
Es novedad notable la introducción en el N. C. de los tribunales 
regionales. Pueden ser nombrados por los Obispos diocesanos con la 
aprobación de la Santa Sede. Puede ser para todas las causas o para 
una clase de causas. El grupo de Obispos o el Obispo designado por 
ellos tendrá todas las potestades que corresponden al Obispo diocesano 
sobre su tribunal 38. Es una novedad que viene a resolver la necesidad 
en que se encuentran algunas diócesis para formar ellas solas tribunal 
35. ¡bid., p. 230. 
36. ¡bid., p. 321. Se aplica la doctrina conciliar (Lumen-Gentium, n. 29) 
y el M.P_ «Causas matrimoniales» (art. V). 
37_ Cn. 1422. 
38. Cn. 1423. Ya en las primeras sesiones los Consultores observaron la 
necesidad y oportunidad de tener tribunales regionales (COMMUNICATIONES, 11, 
2, 1970, p_ 181). 
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colegiado con preparación suficiente de los jueces. Ultimamente ya se 
estaban dando casos frecuentes de tribunales regionales. Se deben or-
ganizar de modo que supongan también para los fieles mayor comodi-
dad, cosa que no se daría si se les obligase a grandes distancias en los 
traslados. También se debe evitar que con los tribunales regionales 
sufra mayor lentitud el proceso. Y se debe salvar la colegialidad inter-
viniendo todos los jueces con sus votos en la sentencia final. Es una 
buena solución, si se lleva con rectos criterios y se observan las nor-
mas, La Signatura Apostólica envió una Carta Circular a todos los 
Obispos invitando a pensar sobre la conveniencia de los tribunales 
regionales y publicó unas normas para su creación, organización y fun-
cionamiento 39, 
e) Los asesores laicos 
Otro modo de socorrer a las necesidades actuales es la posibili-
dad de tener el juez asesores o consultores que pueden ser clérigos o 
laicos. Por consiguiente, también diáconos y, como laicos sin espe-
cificar, también pueden ser mujeres 40. En el esquema anterior se de-
cía «viro» pero a petición de «muchos» fue suprimida esta palabra 41, 
Es una de las novedades más notables en el derecho procesal y den-
tro de todo el Código. La presencia de los laicos en lo procesal está 
quizás en la línea más avanzada. Pueden ostentar el cargo de notario 
según los cánones 1.437; 482-485; promotor de justicia y defensor del 
vínculo (en. 1.435); juez instructor (cns. 1.428/2; 1.528); asesor del 
juez singular (en. 1.424); como juez integrante en el colegio judicial 
(en. 1.421). 
La designación de estos asesores deberá constar en autos y ser 
comunicado a las partes por si procede la recusación. 
d) Número de jueceS 
Queda nuevamente organizada la materia en cuanto al número de 
jueces que se requieren en las diferentes causas 42. Se requieren tres 
39. AAS 63 (1971), pp. 480-492. 
40. Cn. 1424. Ya en las primeras sesiones advirtieron los Consultores la 
posibilidad de incorporar laicos como asesores, auditores, notarios (COMMUNI-
CATIONES, n, 2, 1970, p. 181). Y sobre la capacidad de los laicos para el cargo 
judicial se dijo que ya era admitida por los clásicos canonistas (Reiffenstuel, 
Schmalgrueber). y que el Vaticano n invitaba a que los laicos sean elegidos 
por la Jerarquía para conferirles algunos cargos eclesiásticos, para algún ejer-
cicio espiritual (COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 233). 
41. COMMUNICATIONüS, X, 2, 1978, p. 233. 
42. Cn. 1425. 
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jueces para las causas contenciosas sobre el vínculo sagrado del orden 
y para las del vínculo del matrimonio; para las penales que llevan 
consigo la expulsión del estado clerical o declarar la excomunión. 
Según el N. C., puede la Conferencia Episcopal permitir que el 
Obispo comisione a un único juez clérigo las causas, el cual, donde 
se pueda, se asocie a sí un asesor o Auditor. Pero se pone la condición 
de que no se pueda formar el tribunal colegial y que se trate de Pri-
mera Instancia. No se necesitará este permiso para cada caso sino que 
el concedido sirve para obrar habitualmente 42. 
No faltaron algunas voces que pidieron que no se exigiese tri-
bunal colegial sino para las causas más difíciles. Otros pedían que 
en Primera Instancia se pusiese tribunal unipersonal al menos para 
las causas matrimoniales. Pero no fueron admitidas estas proposicio-
nes. No se dieron razones, al menos no constan en lo publicado, pero 
son bien patentes 43. 
-Se precisa lo que es de gran importancia en orden a que la 
justicia sea límpida ya desde el principio: que se observe un orden 
en la formación del colegio de los tres jueces. En un caso determinado 
el Obispo puede hacer otra cosa. Y aun cuando se sugirió que se su-
primiese el canon 1.425 alegando que esto sólo se da en los grandes 
tribunales, se contestó que debía permanecer la norma para evitar 
abusos 44. Sin duda, son conocidos a los Codificadores los abusos que 
suelen darse cambiando los turnos o los jueces de los mismos arbitra-
riamente en orden a conseguir más fácilmente una sentencia en un 
sentido deseado. 
Precisamente en esta línea, para evitar abusos, se prescribe que, 
una vez designados los jueces por el Vicario judicial, no sean cam-
biados sino por gravísima causa. En caso contrario, este cambio sería 
nulo, ya que se exige una gravísima causa dando a entender el Legis-
lador el interés que tiene en ello. En el esquema se exigía que, bajo 
pena de nulidad del decreto, el Vicario judicial expresase esta causa 
en el decreto. Fue suprimido el inciso ante las muchas sugerencias 
que se hicieron en este sentido 45. Los peligros que podría sufrir la 
justicia si no quedasen limitadas las atribuciones del Vicario judicial, 
pueden ser semejantes a los expuestos anteriormente. No dudemos 
que son precauciones que toma el N. C. ante peligros que se han dado 
y pueden repetirse si no se pone el remedio. 
43. COMMUNICATIONES, ibid., p. 233. La sentencia sería nula con nulidad sa-
nable (cn. 1622). Un número mayor de jueces no afectaría a la nulidad (RRD 
41 (1948), p. 504, c. WEYNEN). 
44. COMMUNICATIONES, ibid., p. 233. 
45. ¡bid. 
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e) Los jueces Auditores y Relatores 
Es novedad el hecho de que el Obispo pueda nombrar para el 
cargo de Auditor a laicos y a diáconos. A estos por estar incluidos en 
la palabra «clérigos» (en. 1.428). Se había pedido la supresión de la 
figura de Auditor pero se ha mantenido si bien con facultades inferio-
res a las que tenía en el Código anterior 46. No es el ideal la presencia 
de jueces Auditores pero pueden remediar males peores como dejar 
las instrucciones en manos de otras personas faltas de cualidades para 
ello. Las ventajas de la inmediatez también son muy dignas de ser 
tenidas en cuenta. 
f) Promotor de justicia y defensor del vínculo 
Se concreta algo que no estaba en el Código anterior. Al Obispo 
diocesano compete juzgar si está, o no, en juego el bien público en 
orden a nombrar promotor de justicia, a no ser que esté prescrito 
por la ley su presencia o se vea su necesidad por la naturaleza del 
asunto. También se concreta que, si el promotor de justicia ha inter-
venido en la Instancia precedente, es también necesaria su presencia 
en grado de apelación 47. 
En cuanto al defensor del vínculo se viene a urgir lo que no sólo 
es facultad sino también obligación. «Por oficio debe proponer y mani-
festar todo aquello que pueda aducirse razonablemente contra la nu-
lidad o disolución» (en. 1.432). Ahora es bien clara la obligación que 
tiene de buscar pruebas y proponerlas. Es notoria la pasividad en 
que viene cayendo esta figura. La ventaja es muy superior en favor 
del que pide la nulidad del matrimonio ante la inactividad práctica del 
defensor del vínculo. Es curioso y aleccionador observar las pocas 
causas matrimoniales con éxito cuando la otra parte se opone, en 
contraste con el gran número de las que tienen conclusión favorable 
cuando se opone solamente el defensor del vínculo. Es verdad que la 
«Provida Maten> concretó algo más la prescripción del Código pero 
también con cierta timidez 48. 
-Se ha simplificado lo establecido en eL Código anterior sobre 
la nulidad de actuaciones cuando no ' era citado el defensor del vínculo. 
En el N.C. no se dan estas nulidades con tal que «se hagan presentes 
de hecho o, al menos, hayan podido cumplir su misión antes de la 
sentencia, mediante el examen de las actas» (en. 1.433). Estimamos que 
46. Cn. 1428. COMMUNICATIONES, ibid., p. 236. 
47. Cn. 1431. Según el Código anterior, era el Ordinario quien les nom-
braba (en. 1589). 
48. Art. 70. 
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también deberá tener las facilidades necesarias para proponer las 
pruebas. 
-Es novedad también de notable importancia, en la línea que 
estamos anotando, la obligación que tiene el juez de oir al defensor 
del vínculo y al promotor de justicia cuando la ley manda que se 
oiga a las partes, así como la equiparación de la intervención de éstos 
a la de las partes (en. 1.434). Responde al principio de igualdad de 
facilidades para la defensa. En el proceso oriental ya se prescribía 
esto (en. 64). 
-Es ya conocida la posibilidad de que puedan ser nombrados 
para estos cargos los diáconos y los laicos 49. En el esquema se decía 
«si necessitas hoc suadeat» 50. Pero en el texto aprobado ha desapare-
cido el inciso. Hoy no haría falta esta necesidad, según la nueva le-
gislación. 
Es de advertir que en este lugar no se menciona expresamente 
a los laicos para el cargo de notarios. Solamente, al hablar de la Curia 
diocesana, dice el canon 483 que «En las causas en las que pueda po-
nerse en juicio la buena fama de un sacerdote, el notario debe ser 
sacerdote». Se concluye que, donde no se da esta circunstancia, puede 
no ser sacerdote. No se hace distinción entre hombre o mujer. En la 
confección del canon 1.437 se sugirió se especificase que para este car-
go de notarios pueden ser nombrados hombres y mujeres. Los Consul-
tores contestaron que era supérfluo ya que la norma, como está re-
dactada, no prohibe a las mujeres este cargo y, además, porque en las 
normas sobre la curia diocesana expresamente se dice que podían ser 
mujeres 51. Lo cierto es que en el texto definitivo no se dice así. 
g) El Tribunal de Segunda Instancia. No se habla en el N. C. del 
tribunal de apelación para aquellas diócesis que dependen directamen-
te de la Santa Sede ya que el N. C. desconoce estos casos. En los que 
se den se seguirá el principio establecido para las apelaciones de 
los tribunales metropolitanos 52. 
-También en Segunda Instancia se establece la disciplina de 
los tribunales regionales. Donde haya tribunal regional de Primera Ins-
tancia, debe ser nombrado otro también regional de Segunda a no 
49. Cn. 1435. Z. GROCHOLEWSKI, Nominatio laicorum ad manus promotoris 
iustitiae et defensoris vinculi in recentissima praxi, en «Periodica», 66 (1977), 
pp. 271-295. 
50. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 239. 
51. Cn. 1437. COMMUNICATIONES, ibid., p. 240. 
52. Cn. 1438; cfr. Decreto «Christus Dominus», n. 40; COMMUNICATIONES, 
X, 2, 1978, p. 242. 
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ser que el de Primera Instancia comprendiese solamente diócesis su-
fragáneas (cn. 1.439). En este caso el Metropolitano ya es el de ape-
lación para todas ellas y no sería necesario uno nuevo de apelación 
solamente para la diócesis metropolitana, la cual seguiría el curso de 
apelación que llevaba anteriormente. También es necesaria la aproba-
ción de la Santa Sede para que la Conferencia Episcopal erija este 
tribunal (cn. 1.439). 
Según el N.C., la misma Conferencia Episcopal puede constituir 
uno o más tribunales de Segunda Instancia con la aprobación de la 
Santa Sede sin estar agrupadas varias diócesis en tribunal regional 
de Primera Instancia (cn. 1.439). Estimamos que también de carác-
ter nacional. De ahí que el tribunal de la Rota Española no es pro-
piamente privilegio si exceptuamos el poder llevar tal nombre. 
De hecho tribunales de Tercera Instancia hay en varias naciones, 
como el tribunal del Primado de Hungría; el concedido por Pío XI 
para la América Latina por el Breve Litteris Apostolicis del 30 de Abril 
de 1929; a Austria se le concedió la Signatura Apostólica por indulto 
del 20 de Diciembre de 1938; Polonia, Alemania, América del Norte 53. 
La Conferencia Episcopal o el Obispo delegado para ello tendrían 
las facultades sobre este tribunal regional, como el Obispo diocesano 
tiene sobre su tribunal (cn. 1.439/3). 
Es de advertir que en el esquema no se ponía el inciso «con la 
aprobación de la Santa Sede». Se sugirió con qué derecho o potestad la 
Conferencia Episcopal podía constituir estos tribunales. Se respon-
dió que por derecho del Código promulgado por el Romano Pontí-
fice 54. Con todo, en el texto promulgado se puso el inciso indicado. 
Se ha preferido que en cada caso se solicite la aprobación. Razones 
de unidad exigen esta medida. 
-Algunos sugirieron que se admitiese la constitución de tribuna-
les de Tercera Instancia. No se admitió la sugerencia porque «se corta-
ría el poder apelar al Tribunal de la Rota Romana que tan útil es por 
razón de la uniformidad jurisprudencia!». Y se añadió que «el grupo de 
Consultores no tendría facultad para ello» 55. En realidad, es distinto 
conceder este tribunal a algunas naciones que poner la norma general 
para todas naciones. Si en algunos tiempos es necesario un Tribunal 
Supremo en la Iglesia que indique la Jurisprudencia a seguir por los 
demás tribunales, esto es más necesario en el nuestro en el que se 
están dando criterios tan distintos exagerando unos con una amplitud 
53. DEL AMo, Código de Derecho Canónico, Universidad de Navarra, 1983, 
comentario al canon 1414, p. 866. 
54. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 243. 
55. [bid., p. 243. 
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que llega a preocupante laxitud, otros permaneciendo en una inflexi-
bilidad de no admitir el progreso que va indicando la sana Jurispru-
dencia del Tribunal de la Rota Romana 56. 
-No se prohibe la posibilidad de tribunales delegados en el N. C. 
aunque tampoco se hace mención expresa de ellos ST. 
-Es de interés y tiene gran importancia el que se haya exigido 
que el tribunal de apelación sea colegial aun cuando en Primera Ins-
tancia haya sido unipersonal (cn. 1441). Se sugirió que se admitiese 
el tribunal unipersonal en apelación cuando había sido colegiado en 
Primera Instancia. Y se razonaba la petición diciendo que el decre-
to ratificatorio es algo menos que el juicio ordinario de un juez único. 
Se respondió que «cuanto más alto es el grado del juicio, mayor es el 
número de jueces» 58. Pero habría que preguntar si, en realidad, no se 
está haciendo, en la práctica, como si fuese unipersonal el grado de 
apelación cuando se ratifica por decreto. Como habría que garantizar 
que se actúa colegialmente cuando está mandado que el tribunal sea 
colegía!. La fórmula de los votos por escrito no presenta estas ga-
rantías. En este sentido sería necesaria otra modalidad que evitase los 
defectos en que se está cayendo. 
h) Tribunales ordinarios de la Sede Apostólica 
Desaparece el nombre de «Sacra» que se anteponía al Tribunal 
de la Rota Romana. No se ha dejado constancia de las razones que 
se han tenido para ello. Lo mismo se ha hecho con los diversos Di-
casterios de la Curia Romana. 
-En cuanto a las atribuciones de la Signatura Apostólica que más 
concretamente se mencionan en el N. G. está la de resolver los liti-
gios provenientes de la potestad administrativa eclesiástica, así como 
el velar por la recta administración de la justicia y determinar lo que 
proceda contra los Abogados y Procuradores; si es necesario prorrogar 
la competencia de los tribunales y fomentar la erección de tribuna-
les regionales de Primera y de Segunda Instancia 59. 
-El N. C. tampoco ha entrado por la novedad de los tribunales 
administrativos regionales. Y es curioso advertir que tanto el Código 
anterior en los esquemas precedentes al texto definitivo, como el actual 
en los mismos esquemas, constaba la existencia de estos tribunales 
56. Z. GGOCHOLEWSKI, Problemi attuali dell'attivita giudiziaria della Chiesa 
nelle cause matrimoniali, en «Apollinare», 56 (1983), pp. 156 ss. 
57. COMMUNICATIONES, ibi., p. 244. 
58. [bid. 
59. Cn. 1445 enc<ilnformidad con el 1400. 
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y en ninguna de las dos ocasiones se ha llegado al final en el texto 
publicado. 
En el esquema del N. C. presentado al Sumo Pontífice para ser 
promulgado, la quinta parte del libro VII tenía el título «De procedura 
administrativa» como título primero y la rúbrica «De tribunalis admi-
nistrativis constituendis». Allí se daban normas para constituir estos 
tribunales administrativos a nivel territorial 60. Pero no llegó al puerto 
final. 
Sinceramente estimamos que no ha llegado el momento para dar 
este paso. No tardando mucho tendremos ya una muy completa Ju-
risprudencia de la Signatura Apostólica sobre este campo y podría 
ser el momento adecuado. Personalmente pienso que no estamos le-
jos de la existencia de estos tribunales. 
Ahora la sección del Tribunal de la Signatura, dedicada a este 
campo, es un verdadero tribunal administrativo. El N. C. le confiere 
atribuciones que no estaban en el anterior. Así el poder recibir los 
contenciosos surgidos del acto administrativo o de potestad adminis-
trativa sin ser necesario que provengan inmediatamente de un Dicas-
terio de la Curia Romana, como prescribía el «Regimini Ecclesiae» 
(n. 105), es una novedad con relación a la misma legislación posterior 
al Codex de 1917. Ahora el Tribunal de la Signatura puede recibir re-
cursos que vengan de cualquier autoridad eclesiástica que tenga ver-
dadera potestad administrativa o ejecutiva. El canon 1.400/2 estima-
mos que da opción de acudir al Superior mediante el recurso jerár-
quico, o al tribunal administrativo. Cabe esta interpretación por el 
texto y contexto de las actas de la codificación. Estimamos que, si no 
ha sido éste el sentido, convendría instaurar esta disciplina en orden 
a que sea el Tribunal · de la Signatura Apostólica el que vaya resolvien-
do ya desde ahora y formando una jurisprudencia que se hará nece-
saria cuando surjan los tribunales administrativos regionales. Sí de-
bemos advertir que ya en el Sínodo de Obispos de 1967 se dieron 
unos principios para que, en la revisión del Código, se tuviesen en 
cuenta al establecer la disciplina de los tribunales regionales admi-
nistrativos de diverso grado 61. 
60. VARIOS, La nuova legislazione ... , p. 389. Ya en las primeras sesiones los 
Consultores advirtieron la necesidad de constituir en la Iglesia un Tribunal 
Supremo administrativo (COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 181; CARD. STAFFA, De 
tutela iudiciali administrativa diocesana, en "Periodica», 63 (1974), pp. 169-177; 
LEFEBVRE, De tribunalibus administrativis, en "Periodica», 67 (1978), pp. 583-591. 
61. COMMUNICATIONES, I, 1969, p. 83. 
142 F. GIL DE LAS HERAS 
6. La disciplina que ha de observarse en los tribunales 
a) Los jueces y ministros del tribunal 
En este título sobre el oficio de los jueces, pone el N. C. un prin-
cipio pastoral que insiste con más fuerza que el Código anterior: 
«Todos los fieles y en primer lugar los Obispos, han de procurar con 
diligencia que, sin perjuicio de la justicia, se eviten, en lo posible, los 
litigios en el pueblo de Dios y se arreglen pacíficamente cuanto antes» 
(en. 1.446). En consecuencia, en el párrafo segundo se prescribe que 
el juez, en cualquier momento, siempre que abrigue alguna esperanza 
de éxito no dejará de exhortar y ayudar a las partes para que, de co-
mún acuerdo, busquen una solución equitativa de su controversia ... ». 
El principio que el Código anterior ponía en el título sobre el modo 
de evitar los pleitos, el N. C. le pone al comienzo de la actuación de 
todo juez 62. Y, todavía, le invita al juez a considerar el arreglo por 
transacción o por juicio arbitral cuando el litigio versa sobre el bien 
de las partes. 
Aparece claro el interés del Legislador en evitar los pletios, de 
cualquier clase que sean. También es cierto que el juez no debe de-
jarse llevar por lo que pudiera ser artera actitud de una de las par-
tes. Por lo demás, es uno de los modos en que debe diferenciarse la 
administración de la justicia en la Iglesia y en la sociedad civil. Tam-
poco se debe olvidar que algo semejante ya existe en el foro civil con 
el acto de conciliación. 
También se debe insistir en que la norma se dirige también a to-
dos los fieles para que hagan lo posible para ayudar a evitar los plei-
tos. Cuántas veces les ayudan a lo contrario. 
b) La falta de competencia 
Con gran claridad y de modo muy completo expone el canon 1.447 
lo que el Código anterior no logró plasmar en una norma: «Quien ha 
intervenido en una causa como juez, promotor de justicia, defensor 
del vínculo, procurador, abogado, testigo o perito, no puede después 
válidamente definir como juez la misma causa en otra instancia o 
desempeñar el oficio de asesor». Se trata de una incapacidad del juez 
en los casos enumerados. El principio de imparcialidad exige esta 
norma. El Código anterior a lo sumo había apreciado la posibilidad 
de poner excepción de sospecha o motivo para ello 63. No concreta el 
N. C. si es suficiente para crear esta incapacidad el haber intervenido 
.. : ,.: 
62. Cn. 1925 del Código anterior. 
63. Cn. 1613 del Código anterior. 
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en toda la primera instancia o si es suficiente el haber intervenido en 
algún momento solamente. El haber mencionado también la persona 
del juez nos hace pensar que se refiere a una parte de la causa sola-
mente porque, si el juez dio la sentencia en la instancia anterior, es 
absurdo que no sea nula su actuación en segundo grado en la misma 
causa. En todo caso, habría motivo para la sospecha. 
Qué diríamos del que fue juez en Primera Instancia y pasa a ser 
abogado o procurador en la Segunda? ¿defensor del vínculo o promo-
tor de justicia o testigo o perito? Si no ponemos la incapacidad por-
que no se menciona en el canon, al menos sí hemos de encontrar 
motivos para la sospecha. La justicia exige no mezclar ni confundir 
estos ámbitos. Por lo demás, la norma establecida es muy necesaria 
porque se estaban dando los casos y la Signatura estaba resolviendo 
ya en este sentido sin sancionar con nulidad los actos. De ahora en 
adelante los casos comprendidos en la enumeración deben ser evitados 
bajo pena de nulidad de actos. 
c) La inhibición y recusación de los jueces y ministros. 
En cuanto a la recusación del juez, se sugirió que se pusiese en 
la norma que la parte puede recusarle siempre que razonablemente 
le tenga como sospechoso. No se llegó a aceptar esta redacción y se 
dio como razón que «el canon 1.448 recoge ya los casos más frecuen-
tes de recusación». Con ello se da a entender que pueden darse más 
casos de los enumerados en el canon 64. 
Cuando es recusado el mismo Obispo, el N. C. prefiere que se 
abstenga de juzgar sin llegar a la resolución de este incidente por otro 
juez 65. No hace falta insistir en la «ratio» de esta norma. La indepen-
dencia de la justicia queda así más protegida que en la opción dada 
en el Códex de 1917 66• Ahora, cuando es recusado el juez juzga de la 
recusación el Vicario judicial. 
Para que se tengan por rescindidos los actos puestos por el juez 
recusado, después de haber sido presentada esta excepción, es nece-
sario que lo pida la parte en el plazo de diez días desde que fue ad-
mitida la recusación 67. Es una norma protectora de la justicia pero 
que también protege la validez de los actos puestos con capacidad 
para ello. No se daría el atentado que traía el Código del 17. Al me-
nos con las consecuencias de nulidad de actos. 
64. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 551; RRD 56 (1946), p. 143, c. DE lORIO. 
65. Cn. 1449. 
66. Cn. 1614. 
67. Cn. 1451. 
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-Las facultades del juez para actuar de oficio quedan ampliadas 
en el N. C. No sólo puede poner pruebas o excepciones de oficio en 
las causas penales, en las que se refieren al bien público de la Iglesia 
o de la salvación de las almas. Según el N. C., el juez puede suplir 
la negligencia de las partes en la presentación de las pruebas o al ex-
poner excepciones siempre que lo considere necesario para evitar una 
sentencia gravemente injusta 69. Es de advertir que la norma no está 
dada para favorecer a una parte sino para dar una sentencia justa. 
El principio expuesto en la norma es digno de elogio, mal aplicado 
puede ser una fuente de injusticias. La norma es clara: «para evitar 
una sentencia gravemente injusta». 
Un Consultor dijo que en este caso se impusiese al juez también 
la obligación de suplir la negligencia de las partes, pero el Relator ma-
nifestó que «no se podía poner esta carga que crearía en el ánimo del 
juez grandes angustias» 70. 
d) En cuanto a la rapidez con que deben tramitarse las causas. 
También el N. C. introduce modificaciones que consideramos de gran 
acierto. No más de un año han de durar las causas en primera Instan-
cia; no más de seis meses en segunda 71. La redacción del esquema an-
terior decía año y medio y nueve meses respectivamente, pero se reci-
bieron advertencias en el sentido de que se abreviasen más estos pla-
zos. Todavía en el mismo canon se decía que, si estos términos no se 
observaban, se diese cuenta de ello a la Santa Sede. Se suprimió por 
considerarla demasiado dura y gravosa. También había un segundo 
párrafo diciendo que, si las partes se consideraban perjudicadas por 
la negligencia del juez, se podía recurrir inmediatamente al Obispo. 
También se suprimió por considerarla ineficaz 72. Con todo, puede 
verse el espíritu de la ley y la necesidad de no caer en estos defectos 
que el Legislador ha querido corregir. Los responsables del funciona-
miento de la justicia en cada diócesis tienen la obligación de cum-
plir y hacer cumplir estas normas. 
e) Sobre el orden con que han de conocerse las causas. Resulta 
nueva la disposición del canon 1.460,2 cuando prescribe que cabe po-
69. Cn. 1452,1; 1618 Y 1619 del Código anterior. 
70. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 253. 
71. Cn. 1453. Ya en las primeras sesiones los Consultores habían adverti-
do los cambios en materia procesal. Entre ellos estaba la necesidad de abre-
viar el proceso en las causas de nulidad matrimonial en Segunda Instancia 
(COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 181). 
72. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 253. 
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ner querella de nulidad y restitución «in integrum» en el caso de que 
el juez, puesta la excepción de incompetencia relativa, se declare com-
petente. Era una posibilidad que cabía en la disciplina del Códex pef'::; 
que no se decía expresamente. El N. C. la aplica con una norma con-
creta. Así la parte queda con clara protección en caso de sentirse per-
judicada. Podría decirse que en este caso mejor hubiera sido admitir 
la apelación. Algo semejante manifestó uno de los Consultores cuando 
dijo que se concediese solamente la querella de nulidad pues conce-
diendo la restitución «in integrum» es como si se concediese la posibi-
lidad de apelar. La respuesta que se dio fue muy adecuada: «Esta ra-
zón no es admitida por los Consultores porque la restitución 'in inte-
grum' sólo puede pedirse por motivos concretos especificados en la 
ley» 73. 
-Es de interés la explicación que se dio al suprimir en el canon 
1.461 (64 del esquema) el inciso de que el juez debe declarar la in-
competencia relativa antes de la contestación de la demanda. Un Con-
sultor propuso se suprimiese esta parte del canon porque «la incom-
petencia relativa no se declara a no ser que sea pedida por la parte 74. 
Todos estuvieron conformes en ello. 
Aunque sea de escasa importancia, señalamos la diferencia exis-
tente entre el Código anterior y el N. C. en cuanto al momento de pre-
sentar las demás excepciones perentorias. Aquel decía que deben pre-
sntarse después de contestado el pleito. El N. C. dice que «en la con-
testación de la demanda» 75. El esquema seguía a aquel pero, ante la 
opinión de un Consultor que prefería se suprimiese este párrafo St>' 
dejase que estas excepciones se pudieran presentar en cualquier mo-
mento, cosa que sucedería no diciendo cuándo se debe proponer, hubo 
una breve discusión y se aprobó el texto que figura en el canon ac-
tual 76 • 
-También el N. C. modifica el momento en que deben ponerse 
las reconvenciones. Válidamente sólo pueden proponerse en el plazo 
de treinta días a partir de la contestación de la demanda. El Código 
anterior decía que en cualquier momento del juicio 77. El esquema in-
dicaba que en cualquier momento del juicio antes de la sentencia. 
Pero ante la sugerencia de algunos en el sentido de que se pudieran 
proponer solamente en la contestación de la demanda o a lo sumo 
antes de la conclusión en causa, ya que las acciones reconvencionales 
73. ¡bid., p. 257. 
74. ¡bid. 
75. Cn. 1462,2. 
76. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 258. 
77. Cn. 1463 y 1630 del Código anterior. 
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frecuentemente llevan una instrucción supletoria, se decidió que se 
propusiesen «ante conclusionem in causa» 78. Con todo, en la relación 
definitiva se dijo que dentro de los treinta días a partir de la contes-
tación de la demanda. 
Estimamos la norma acertada y muy en congruencia con el prin-
cipio de la rapidez en la administración de la justicia. Frecuentemente 
estas acciones reconvencionales, presentadas al final del proceso, per-
seguían obtener un retraso del mismo. 
-Se ha suprimido lo referente al orden en que deben conocerse 
las cuestiones prejudiciales. En realidad, no era necesaria esta norma 
pues el mismo sentido dice cuándo es necesario resolver una cuestión 
si de ella depende la otra. También es verdad que el caso concreto 
puede exigir esta antelación. Ha quedado a la prudencia del juez 79. 
f) Sobre plazos y prórrogas 
El N. C. introduce la novedad de poder abreviar los plazos fata-
les válidamente si es a petición de las partes. Expresamente no se 
decía en el Código anterior. Responde al principio de más rapidez 
en el proceso (en. 1.465). También es congruente con la supresión de 
los atentados que el Código anterior traía en los cánones 1.854-1.857. 
Los Consultores estimaron que, encontrándose los atentados en la 
materia de la litiscontestación y en los términos judiciales, no era ne-
cesario un artículo especial para los atentados sino añadir un canon 
cuando se trate de la litiscontestación y otro en el lugar de los tér-
minos judiciales so. Así se ha sancionado con invalidez el reducir los 
plazos o el modificar los términos de la controversia. 
-El canon 1.446 es nuevo. Aun cuando generalmente se venía cum-
pliendo en la práctica, no siempre se hacía, era necesaria la norma: 
«Cuando la ley no señala plazos para la realización de los actos pro-
cesales, los debe determinar el juez teniendo en cuenta la naturaleza 
de cada acto». Con este canon se evitarán ciertos conflictos y abusos 
que venían cometiendo las partes cuando querían demorar el pro-
ceso. Por otra parte, se da una protección a los interesados. 
-Aun cuando sea pequeña la variante entre el canon 1.635 del 
Código anterior y el 1.467 del actual, entendemos que, si el juez dice 
en el decreto que, a pesar de ser día festivo, actuará el tribunal, y en 
ese día termina el plazo señalado, debe presentarse ese día la actua-
78. COMMUNICATIONES, ibid. La Relación decía que se establecía esta norma 
así «via purgatur a multis difficultatibus» (COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 186). 
79. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 259. 
80. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 139. 
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ción requerida o indicada. Es un plazo determinado por el juez con 
facultad para ello. 
g) Sobre el lugar del juicio 
El N. C. amplía las facultades del juez para ejercer su jurisdicción 
fuera de su territorio, por justa causa y oídas las partes, para recoger 
las pruebas, pero con licencia del Obispo diocesano (cn. 1.469/2). 
Este párrafo último no venía en el esquema, se incorporó a petición 
de alguna sugerencia recibida. Sin esta circunstancia se pueden dar 
abusos, como ya existe la experiencia bien reciente en una gran ciu-
dad de nuestra nación. 
Estimamos que la norma invalida los actos si no se cumplen dos 
requisitos fundamentales: la justa causa y la licencia del Obispo del 
lugar a donde se va. Entendemos que los dos deben apreciar la justa 
causa. Aquel para decidir el traslado, éste para conceder la licencia. 
Así, cuando no existe este peligro de abusos, como es el caso en que 
ha sido expulsado de su territorio el Obispo por la fuerza, solamente 
se requiere se informe al Obispo diocesano. La norma puede ser acer-
tada y útil cuando se busca lo que ha pretendido la ley: la declaración 
tomada directamente por el juez que ha de juzgar buscando mejor así 
la justicia y la verdad. El auxilio judicial no siempre reune lo que el 
juez quiere obtener con las declaraciones directas. 
h) Sobre las personas que han de ser admitidas en el tribunal 
y el modo de redactar y conservar las actas 
El N. C. admite a declarar al que sea mudo pero con ayuda de un 
intérprete, salvo que el juez prefiera que responda por escrito a las 
preguntas que se formulen 81. El Código anterior no trataba este punto. 
Es verdad que el juez podía admitir esta declaración por considerarse 
prueba válida. Pero también es verdad que podía no admitirla por el 
mero hecho de ser mudo. Ahora la norma prescribe el modo como ac-
tuar en estos casos, con ello supone que se debe admitir esta prueba 
y no es inconveniente este defecto físico. 
-Se presentaron sugerencias en el sentido de que se admitiesen 
los medios modernos para las actas judiciales como son las «teniolae 
magneticae et alia similia». Se respondió que estos medios no están 
prohibidos en el proceso si los actos se transcriben después y se evita 
todo peligro de falsificación al cual están expuestos estos medios mo-
81. en. 1471. 
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demos» 82. No deja de ser un medio de prueba conflictivo, pero era 
necesaria la norma al respecto. 
7. De las partes en la causa 
a) El actor y el demandado 
En el N. C. se reconoce el hecho de que el no bautizado también 
puede demandar en juicio (en. 1.476). Con ello se aplica la disciplina 
que · ya existía desde el 8 de Enero de 1973 en que dio respuesta la 
Pontífica Comisión para interpretar los Decretos del Vaticano 11, don-
de ya se reconocía este derecho a los no bautizados. En este sentido se 
contestó también a algunos que ponían algún reparo a este canon en 
este punto 83. En la relación referente al trabajo confeccionado por 
las Comisiones desde Mayo de 1966 hasta Octubre de 1970, ya aparecía 
que el no bautizado podía ser actor y que la presente disciplina por 
la cual los bautizados acatólicos son admitidos por dispensa de algún 
Dicasterio, como si se les concediese una personalidad jurídica «ad 
tempus», difícilmente podía aceptarse dentro del marco jurídico del 
esquema 84. En todo esto aparece el principio de rechazar cualquier 
discriminación religiosa, proclamado en el Vaticano 11. 
-También han desaparecido las prohibiciones relativas a los bau-
tizados, separados de la Iglesia católica, los excomulgados (cns. 1.628; 
1.654 del Código anterior), los católicos orientales en los tribunales 
latinos (en. 1). Tampoco se prohibe ahora la capacidad procesal para 
comparecer en juicio a los Religiosos. El Código anterior se la negaba, 
salvo en tres excepciones (en. 1.652). Ahora tiene capacidad plena pro-
cesal (en. 1.476). 
-Es novedad el hecho de que ahora es el juez el que nombra tu-
tor o curador (en. 1.478). El Código anterior encomendaba esta facultad 
al Ordinario del lugar unas veces y al juez otras (en. 1.648). Se reque-
ría uniformidad en esta materia. 
b) Los procuradores y abogados 
En cuanto a la necesidad de tener abogado y procurador estima-
mos digno de mención lo siguiente: En el Código anterior la discipli-
na era que «en las causas en las que se discute el bien público» era 
82. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 263. 
83. [bid., p. 265. 
84. COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 185. 
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obligatorio el nombramiento de Abogado. Por consiguiente, a la parte 
que no le tiene, se le tendría que nombrar de oficio 85. En consecuencia, 
en las causas matrimoniales así debía ser. Pero la realidad era que no 
se seguía esta consecuencia. El N. C., con muy buen sentido, excluye 
las causas matrimoniales de esta obligación 86. En la sesión correspon-
diente algunos se manifestaron en el sentido de que a la parte de-
mandada, que no tuviese abogado, se le tendría que nombrar de oficio. 
Hubo diversas opiniones pero prevaleció la de excluir las causas ma-
trimoniales de esta obligación 87. Estimamos acertada esta decisión; 
Los abusos serían numerosos y los pleitos se multiplicarían aún más. 
La parte demandada va tantas veces de acuerdo con la parte actora. 
Cuando se opone y no tiene medios para pleitear ya puede pedir abo-
gado de oficio. Entendemos que en el caso de haber manifestado su 
oposición la parte demandada y no haber nombrado abogado, cosa 
que no hará por evitar gastos, debería nombrársele de oficio. 
-Es verdad que el N. C. no presenta expresamente la posibilidad 
de que una misma persona ejerza el cargo de abogado y procurador. 
Venía en el esquema anterior, pero fue suprimido este inciso por con-
siderarle superfluo pues «a nadie se le prohibe que actúe como abogado 
y procurador a la vez» 88. También era práctica que ya se seguía. 
-También en el esquema anterior se decía que ni el abogado ni 
el procurador podían serlo si eran parientes del juez, del promotor 
de justicia o del defensor del vínculo en el cuarto grado de consan-
guinidad o de afinidad. Se suprimió pero, no porque se consintiese 
en que se diesen estos casos, sino porque se podía poner excepción de 
sospecha contra el abogado o el procurador 89. La mentalidad del Le-
gislador es bien clara. Los abusos también son de nuestros tiempos. 
Por ello, no hubiera estado de más la norma. En caso de presentar-
se la excepción de sospecha, es lógico que el juez falle en favor de la 
misma. También es necesario que los letrados conozcan esta menta-
lidad para que actúen en conformidad con la misma. 
Merece ser destacado, como novedad, el hecho de que el N. C. 
no menciona la prohibición de estos cargos a los Religiosos, como lo 
hacía el Código anterior 90. La realidad práctica actual era que obte-
nían la licencia correspondiente y en nuestros tiempos son muchos 
los que están actuando y ejerciendo estos cargos, principalmente abo-
85. Cn. 1655 del Código anterior. 
86. Cn. 1481,3. 
87. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, p. 268. 
88. ¡bid., p. 269. 
89. ¡bid. 
90. Cn. 1657 del Código anterior. 
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gados. Dados los cambios verificados en nuestros tiempos, la norma 
es acertada recoge una realidad ya existente que no tiene por qué 
estar prohibida, a no ser que los estatutos- especiales así lo hagan. 
Por otra parte, puede ser una solución que puede dar más garantías 
en cuanto a la objetividad de la petición que hace el actor. 
-Ahora no se requiere que el procurador sea católico. Sí, se re-
quiere en cuanto al abogado. Pero el Obispo puede permitir actuar 
a un no católico (cn. 1.483). 
-Con relación a la presentación del mandato auténtico al tribu-
nal el N. C. presenta alguna modificación. Establece que «para impedir 
la extinción de un derecho, el juez puede admitir a un procurador 
aunque no presente el mandato . .. pero deberá presentarlo dentro del 
plazo que le conceda el juez, de lo contrario, el acto carece de efica-
cia» 91. No deja de ser un gesto de flexibilidad y comprensión ante la 
circunstancia concreta que expone el canon. También aquí se puede 
advertir una realidad no infrecuente recogida en la experiencia. Es una 
facilidad más que se concede antes de caer en las nulidades que siem-
pre son odiosas. Pero se debe hacer especial mención en que ha desa-
parecido la distinción entre el mandato que se da al procurador y la 
comisión que se concedía al abogado. Ahora ambos necesitan un man-
dato, según el canon 1.484, en contraposición al 1.661 del Código an-
terior. De todos modos, sigue invalidando la sentencia con nulidad 
insanable la falta de mandato al procurador (cn. 1.620/6) que es quien 
representa a la parte. El defecto de mandato al abogado no invalida-
ría la sentencia a no ser que ello acusara indefensión. 
-Se decía en el esquema que al procurador y al abogado se les 
prohibe renunciar al mandato, estando pendiente el pleito, sin justa 
causa, aprobada por el tribunal. Se suprimió por considerarlo super-
fluo 92. Se venía haciendo en la práctica y entra en la deontología 
profesional. 
-Es de agradecer que en el N. C. se venga a recoger la experien-
cia lamentable de los últimos tiempos y se trata de poner algún re-
medio. Así se prescribe que deben ser castigados los abogados y pro-
curadores, cuando con fraude de la ley, sustraen causas a los tribuna-
les competentes para que sean sentenciadas por otros de modo más 
favorable 93. Son varios los modos fraudulentos de cometer estos abu-
sos 94. El mismo Pontífice Pablo VI tocó este tema en un discurso al 
91. Cn. 1484. El N. C. exige «mandato auténtico» para procurador y 
abogado. 
92. COMMUNICATIONES, X, 2, 1978, pp. 271-272. 
93. Cn. 1488,2. 
94. Cfr. GIL DE LAS HERAS, La impugnación de la sentencia ... , en «lus Ca-
nonicum», XXI, n. 41, 1981, p. 294; GROCHOLEWSKI, Problemi attuali ... , a.c. 
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tribunal de la Rota Romana el 28 de Enero de 1978 95• De ahora en ade-
lante, el juez y el Obispo tendrán la obligación de cumplir la norma 
que expresamente lo prescribe. 
-También es novedad lo que tantas veces ha sido deseado por 
los jueces que vemos tantas miserias en los procesos judiciales. El 
canon 1.490 dice lo siguiente: «En la medida de lo posible, en todo tri-
bunal ha de haber patronos estables, que reciben sus honorarios del 
mismo tribunal, y que ejerzan la función de abogado o procurador, 
sobre todo en las causas matrimoniales, en favor de las partes que li-
bremente prefieran designarles». Debe ponerse empeño especial en se-
guir esta norma que tantos males puede evitar en la administración 
de una justicia trasparente y limpia en la Iglesia . 
.8. De las acciones y excepciones 
Las advertencias que se habían hecho sobre este título iban dirigi-
das a pedir que se suprimiesen o se sintetizasen. La legislación canóni-
ca actual sobre gran número de ellas resulta superflua. Es doctrina, 
ésta de las acciones y excepciones, que viene del derecho romano, que 
pudo tener vigencia en la Iglesia de otros tiempos pero no ahora. En 
todo caso, a cualquier acción puede aplicarse el principio: «cualquier 
derecho está protegido por una acción». 
Ante estas observaciones, los Consultores decidieron que se de-
bía conservar el título sobre las acciones y las excepciones. Pero que 
debía revisarse esta materia profundamente y suprimir cuanto resulte 
ya superfluo. En todo caso, las normas han de ser simplificadas 96. 
Así toda esta materia ha quedado reducida a cinco cánones en 
cuanto a las acciones en general y a otros cinco para las acciones y 
excepciones en particular (cns. 1.496-1.500). 
De todos modos, merece ser destacada la supresión de la facultad 
dada al demandado de poner excepciones aun contrarias entre sí (cn. 
1.669 del Código de 1917) y que ahora corrige el N. C. en el canon 1.493. 
Se dio como razón que, de lo contrario, el demandado tendría más 
derechos que el actor 97. 
-El N. C. amplía en cierto sentido el concepto de reconvención 
al admitir que el demandado puede poner reconvención «por conexión 
·de la causa con la causa principal» (cn. 1.494). 
95. AAS 70 (7978), 183. 
96. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, pp. 67-68. 
97. ¡bid., p. 70. 
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-Nada dice el N. C. sobre la prescripción de acciones ya que en 
esta materia se remite al Código civil (cns. 197-199). 
B. DEL JUICIO CONTENCIOSO ORDINARIO 
Antes de pasar a la revisión de esta parte de este libro de los 
procesos y en concreto sobre el «juicio contencioso en genera!», se 
resumió y propuso la cuestión que había sido manifestada por algu-
nos órganos consultados. Estos habían indicado que la exposición 
debía responder a un criterio práctico no a criterio científico. Y, como 
en la Iglesia, casi todas las causas son matrimoniales, preferían que el 
proceso matrimonial se expusiese en todo su desarrollo sin necesidad 
de remitir al proceso contencioso ordinario, de modo que el proceso 
matrimonial tuviese el lugar principal en el libro de procesos y se 
tuviese como el prototipo, en lugar del contencioso ordinario. Cinco 
Consultores eran contrarios a esta opinión pues la perspectiva proce-
sal quedaría deformada como si la administración de la justicia en 
la Iglesia se dirigiese solamente a las causas matrimoniales. Este cam-
bio traería consecuencias tanto en el orden científico como en el prác-
tico procesal. Las dificultades que se ponen a la actual sistemática 
indicarían más bien un desconocimiento del derecho canónico. 
Dos Consultores se manifestaron en favor de la nueva sistemática 
teniendo en cuenta sobre todo que las advertencias venían de parte 
de quienes se dedicaban a la actividad procesal, aun reconociendo que 
la sistemática actual es la más lógica y científica. 
Se optó por una vía media: seguir la sistemática actual teniendo 
un cuidado especial para ordenar la evolución de los institutos y las 
normas de modo que su uso en la práctica de los tribunales resulte 
más apta en favor de la celebración de los procesos matrimoniales. 
Al final todos Consultores estuvieron de acuerdo en esto y así se estruc-
turó lo que ahora pasamos a exponer 98. 
1. De la introducción de la demanda 
a) El escrito de demanda 
La necesidad de la petición al juez hecha por la parte o por el 
98. Ibid., pp. 80-81. 
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promotor de justicia para que el juez pueda juzgar una causa, no cons-
taba expresamente en la norma del Código anterior. En cambio, la 
trae el N. C. (cn. 1.501). En realidad, no sería tan necesaria esta norma 
ya que, por derecho natural, sería nula la sentencia con nulidad insa-
nable (cn. 1.620/4). 
-Entre los requisitos que debe tener la demanda y que ya cons-
taban en el Código anterior, el N. C. añade que se indique también el 
domicilio o cuasi domicilio de la parte demandada (cn. 1.501). A veces, 
se venía poniendo en las demandas y otras veces no con la consecuen-
te pérdida de tiempo que suponía el que el juez debía comunicar a la 
parte actora que facilitase al tribunal el domicilio del demandado. Por 
otra parte, también se pretende cortar el abuso que, a veces, se daba 
de intentar ocultar el domicilio de la parte demandada. Ahora se debe 
exigir este requisito para admitir la demanda. 
-En la redacción del canon aparece que la demanda debe ser 
breve resumiendo los argumentos. Así se sugirió y la respuesta fue que 
en la palabra «indicar» ya se significaba la exposición sumaria 99. Tam-
bién se debe advertir que estos requisitos no se exigen para la validez 
sino para la licitud, como se hizo notar en la respuesta a una con-
sulta 100. 
-Se suprime la obligación al juez de apelación de tener que oir 
a la parte, promotor de justicia o defensor del vínculo para resolver 
sobre la admisión de la demanda (cn. 1.505/4). En realidad, ya fueron 
oidos en Primera Instancia o debieron ser oidos En caso contrario, 
estimamos que el juez de apelación debería oir al defensor del vínculo 
o al promotor de justicia, no a la parte que ya expuso sus razones. La 
rapidez con que debe resolverse este incidente hace más aconsejable 
esta norma que modifica la del Código anterior .Los «memoriales» que 
venían pidiéndose en estos casos no los estimamos necesarios. La 
norma es clara. 
-Consideramos novedad acertada el tener por admitida la de-
manda cuando el juez no ha dado el decreto en ningún sentido y, pa-
sado un mes de la presentación de la demanda, se le ha instado y to-
davía ha dejado pasar diez días (cn. 1.506). El Código anterior pres-
cribía se acudiera al Ordinario del lugar o al juez superior para que 
se le obligara a fallar o se le sustituyese por otro juez (cn. 1.710). Pero 
la experiencia estaba indicando que aquel remedio no tenía apenas efi-
cacia alguna. La nueva norma es práctica, consecuente con el principio 
de rapidez en la tramitación de la justicia. Algunos habían propuesto 
99. [bid, p. 83. 
100. [bid. 
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que el plazo de cinco días, como indicaba el esquema, se ampliase a 
un mes. Pero se acordó el plazo de diez días como más indicado 101. Pre-
valeció el criterio de agilizar la justicia. 
b) Sobre la citación y notificación de las actas judiciales 
En este punto la novedad está en el plazo de 20 días que tiene el 
juez para citar a la otra parte cuando la admisión de la demanda se 
ha verificado «ipso iure» según el canon 1.506 (cn. 1.507/2). El esque-
ma ponía el plazo de diez días pero a algunos les pareció un plazo de-
masiado breve y se amplió a veinte 102. 
-Se concreta que el decreto de citación judicial debe hacerse 
enseguida al demandado y al mismo tiempo a aquellos otros que deben 
comparecer. La palabra «enseguida» significa la voluntad de rapidez 
que quiere el Legislador se de al proceso. No podemos menos de elo-
giar estas normas que van dirigidas al mismo juez para conseguir la 
rapidez en el proceso. Es el único modo eficaz. Hemos de reconocer 
que en el Código anterior brillaba la ausencia de estas normas dirigidas 
al juez. El juez parecía intocable en este punto. Y había abusos en demo-
ras de la tramitación procesal. 
-También es novedad la prescripción de que el escrito de demanda 
debe unirse a la citación antes de que declare en juicio la parte deman-
dada (cn .1.508). Con todo, se consideró en la sesión si esto había de 
valer también para las causas matrimoniales. Se determinó que se ve-
ría en su lugar. Dos Consultores opinaban que no era necesario in-
cluir todo el escrito de damanda sino la causa principal de la citación. 
Uno prefería dejarlo a la prudencia del juez 103. No faltaron razones en 
favor y en contra de cada una de las opiniones. En principio, estimamos 
más acertado lo establecido en la norma. Los casos especiales reque-
rían solución también especial. El demandado necesita conocer el mo-
tivo por el que es llamado a juicio para contestar. También es cierto 
que, a veces, puede convenir no manifestarlo todo lo que alega el actor 
en ese momento. 
-Es verdad que se ha suprimido bastante en cuanto a las cita-
ciones, como el citar por edicto, etc. Pero también se dice que se pue-
de citar por otro procedimiento muy seguro observando las leyes es-
tablecidas por la ley particular» (cn. 1.509). Por consiguiente, no está 
prohibida la citación por edicto. Donde sea norma establecida por la 
ley particular, podrá seguirse este modo de citar. 
101. [bid., p. 87. 
102. [bid., p. 88. 
103. [bid., p. 90. 
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c) La contestación de la demanda. El N. C. entiende que la litis-
contestación queda formada por el decreto del juez cuando quedan 
fijados los límites de la controversia tomados de las peticiones y res· 
puestas de las partes (cn. 1.513). Es decir, se viene a establecer en el 
decreto de fórmula de dudas. En realidad, con la respuesta del deman-
dado ya se ha formado la litiscontestación. Pero el N. C. prescribe 
que se forme el dubio y se notifique a las partes. El Código anterior 
la ponía en la misma respuesta de la parte demandada contradiciendo 
a la parte actora (cn. 1.726). 
-El N. C. establece de modo muy concreto las condiciones que se 
re quieren para que válidamente se pueda cambiar la fórmula de du-
das: ha de ser mediante decreto del juez, por grave causa, a instan-
cia de parte, habiendo oido a las restantes, cuyas razones han de ser 
debidamente ponderadas (cn. 1.514). El Código anterior no concreta-
ba expresamente para la validez estos requisitos. Por la misma redac-
ción del texto hemos de reconocer que la instancia de parte, la causa 
grave y el decreto del juez se requieren para la validez. Era frecuente 
que se cometiesen ciertos abusos cambiando la fórmula de dudas sin 
haberlo pedido las partes y aun en contra de su parecer. 
d) La Instancia judicial 
También el N. C. entiende que la Instancia judicial empieza en 
otro momento distinto al que consideraba el C. anterior. Para el Nuevo 
Código empieza con la citación (cn. 1.517). Para el antiguo empezaba 
con la litiscontestación o con la respuesta a la demanda (en. 1.732). Un 
órgano consultado pidió que se considerase empezada con la litiscon-
testación, pero no agradó a los Consultores esta propuesta 104. En rea-
lidad, la relación procesal con las partes se establece con la citación. 
El criterio seguido en el N. C. es el que se siguió en el Código Orien-
tallOS. 
-También en este título aparecen modificaciones dirigidas a con-
seguir una mayor rapidez procesal. Así al cesar el tutor o el curador o 
el procurador nombrado según el canon 1.481,1,3. El juez debe designar 
cuanto antes otro tutor o curador y puede designar un procurador para 
la causa si la parte no 10 hace dentro del plazo breve que determinará 
el juez (en. 1.519). El Código anterior mandaba interrumpir la Instan-
cia hasta que la parte haya nombrado procurador o curador o declara-
ba que en adelante quería actuar por sí mismo (en. 1.735). Esto se 
prestaba a demoras y retrasos lamentables. 
104. ¡bid., p. 95. 
105. AAS 40 (1950), 59. 
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-El período para la caducidad de la Instancia ha sido reducido 
notablemente en el N. C. que pone seis meses sin haber realizado nin-
gún acto procesal las partes. En el esquema se ponía un año para la 
Primera Instancia y seis meses para la segunda. Ante algunas peticiones 
de reducir aún más los plazos, se decidió fuesen seis meses para am-
bas instancias 106. En el N. C. queda especificado que deben ser las 
partes las que no han puesto acto alguno procesal. Según el texto del 
Código anterior podía entenderse que esto sucedía también cuando era 
el juez quien no había puesto acto procesal alguno en el plazo deter-
minado. En realidad, no deben sufrir las partes las consecuencias de 
una negligencia del juez. Pero en el N. C. no es tan fácil que se dé esta 
demora por parte del juez a quie n también se le asignan plazos para 
sus actuaciones. 
-Se concreta y disciplina el caso de renuncia a la Instancia por 
parte del tutor y administrador de las personas jurídicas y el consejo 
o mandato que necesita para ello «como para realizar actos que sobre-
pasan los límites de la administración ordinaria» (cn. 1.524). El Có-
digo anterior no regulaba expresamente este caso. 
2. De las pruebas 
-En el esquema también se decía que tampoco necesitaban prue-
ba los hechos notorios. Pero ,ante observaciones que se hicieron, se 
optó por suprimir este número 107. Realmente, depende del fundamen-
to de esta notoriedad. 
a) Las pruebas ilícitas 
-Resulta acertado y completo el canon 1.527 del N. C. modifi-
cando lo establecido en el canon 1.749 del Código anterior. Era nece-
saria una norma que prohibiese la presentación de pruebas ilícitas. 
Se establece el criterio de utilidad de la prueba para poder ser admi-
tida. En el esquema se decía que «las pruebas de cualquier índole, que 
fuesen útiles y lícitas podían ser admitidas». Pero se pidió que se cam-
biase este inciso último por el de «podían ser aducidas». Con ello se 
dejaba al juez con mayor libertad para admitirlas teniendo en cuenta 
el conjunto de criterios que se deben adoptar. A la vez se rechazaba el 
poder aducir pruebas ilícitas. Si no podían ser aducidas, menos admiti-
106. Cn. 1520. COMMUNICATIONES, ibid., p.96. 
107. ¡bid., p. 98. 
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das. Por ello no se siguió la opinión de un Consultor que prefería el 
inciso de «pueden ser admitidas» 108. 
b) La prueba rechazada 
-En la misma línea de rapidez procesal está la norma que insiste 
en que el juez «decida con rapidez la cuestión cuando la parte insta 
en que sea admitida una prueba que había sido rechazada» (cn. 1.527/2). 
Era en este momento de rechazo de pruebas y apelaciones cuando sur-
gían los incidentes que tanto demoraban el proceso. Era necesario ad-
vertirle al juez sobre la rapidez en estos momentos para no caer en 
estas demoras. El Legislador no se contenta con que no sea la nor-
ma la causa de la demora quiere hasta evitar que lo pueda ser la per-
sona. No está de más advertir ya aquí que esta decisión no es ya ape-
lable según los cánones 1.629,4,5 y 1.618. 
c) Cuando no se quiere declarar ante el juez 
-,Se establece como novedad en la norma el que, cuando la parte 
o el testigo no quieran declarar ante el juez, puedan ser oidos por 
medio de un laico que el juez designe o puede requerirse su declara-
ción ante un notario público o por otro medio legítimo (cn. 1.528). 
Ya figuraba esta norma en el proceso de disolución del vínculo en fa-
vor de la fe del año 1973 109. 
d) Las pruebas previas a la demanda 
-Se sale al paso de un abuso harto frecuente en algunos tribu-
nales cuando se establece que se necesita causa grave para recoger 
pruebas antes de la litiscontestación. Así ha quedado simplificado lo 
dispuesto en el Código anterior y rechazada la corruptela de ciertos 
tribunales que siempre ejecutan unas pruebas previas a la admisión 
de la demanda 110. 
e) Las declaraciones de las partes 
En vez del capítulo, que traía el Código anterior, con el título «De 
la confesión de las partes», en el N. C. se ha puesto el título «De la 
declaración de las partes» para en él comprender también las mani-
108. ¡bid. Tampoco era aundante la Jurisprudencia en este punto. Cfr. 
DEL AMo, Sentencias, casos .. . , Pamplona 1977, pp. 1129 ss. 
109. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, pp. 280-283. 
110. Cn. 1529; 1730 del Código anterior. 
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festaciones que no son confesiones y dar un criterio de prueba en 
cuanto a su valor jurídico 111. Todo ello es puesto dentro del título 
de las pruebas. El N. C. viene a considerar que las declaraciones de las 
partes pueden constituir prueba cuando coinciden con otras circuns-
tancias de la causa (cn. 1.536) aunque solas no llegan a formar prueba 
plena. Esto ya se venía aplicando en la Jurisprudencia aunque con cier-
ta timidez 112. La «Provida Maten> ya ponía la declaración de las partes 
dentro del capítulo de las pruebas en general. 
-El N. C. recoge en nuevas normas realidades que ya se venían 
practicando. Así prescribe que el juez puede interrogar a las partes en 
cualquier momento para mejor descubrir la verdad; debe hacerlo a 
instancia de parte o para probar un hecho que interesa públicamente 
dejar fuera de toda duda (cn. 1.530). Es el criterio de búsqueda de la 
verdad el que debe primar en el proceso. Pero tampoco se debe pensar 
que con nuevas declaraciones se hace más luz, puede oscurcerse más la 
verdad. No debe olvidarse el peligro de engaño, dolo o corrupción. 
-Cuando la parte rehusa responder ante la obligación que tiene 
de decir toda y sola la verdad, cuando es legítimamente preguntada, 
corresponde al juez valorar la negativa injustificada (cn. 1.531). Ya 
se hizo notar en una advertencia que en el juicio penal no tiene la 
obligación de decir la verdad 113. Se han suprimido las penas del canon 
1.743/3 contra quienes se negaban a declarar. En realidad, no se hacía 
uso de esta norma. 
-En cuanto al juramento que hacen las partes antes de su decla-
ración, se dice que se debe pedir cuando en la causa entra en juego el 
bien público. Se puede pedir sobre que dirán verdad o, al menos, que 
es verdad lo que han dicho, a no ser que una causa grave aconseje 
otra cosa. En los demás casos puede hacerlo según su prudencia. No 
faltaron opiniones de Consultores diversas en cuanto a este punto 114. 
La norma ha cambiado sobre todo con relación a la «Provida Maten> 
(art. 96 y 94), donde se exigía el juramento antes de declarar y des-
pués de hecha la declaración. Ahora, cuando entra en juego el bien 
público, el juez debe pedir a las partes juramento de que dirán la 
verdad, o al menos, de que es verdad lo que han dicho (cn. 1.522). 
Echamos en falta algo que consideramos muy necesario en nuestros 
tiempos en los que con tanta facilidad se jura en falso en los juicios. 
Se debería haber puesto un canon prescribiendo que los jueces, antes 
111. COMMUNICATIONES, I1, 2, 1970, p. 186. 
112. RRD 31 (1939), p. 294, c. HEARD; 26 (1934), p. 364, D. 2 c. HEARI; 56 
(1964), p. 182, D. 2 c. MATTIOLI; 49 (1957), pág. 278, a. FELICI. 
113. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 101. 
114. ¡bid., pp. 101-102. 
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de pedir el juramento, explicasen la importancia del mismo, la respon-
sabilidad que adquieren ante una declaración hecha bajo juramento y 
que no responda a verdad, las consecuencias gravÍsimas que se siguen 
de ello, entre las que está el mismo perjuicio que se ocasiona, sobre 
todo en las causas matrimoniales, a los mismos interesados a quie-
nes se piensa favorecer con una declaración que no responde a ver-
dad. Las consecuencias graves que se siguen son una sentencia nula 
y otros matrimonios también nulos. La «Provida Maten> (art. 96/2) 
hacía algunas referencias a esto. La experiencia nos dice que, si no 
produce efectos eficaces en todos casos, sí ha de servir al juez para 
apreciar la reacción del testigo en muchos de ellos. Y, en otros, pone al 
testigo en la verdadera actitud que debe tomar: Dios, su conciencia y 
la verdad. 
-Volviendo al punto con que iniciábamos este epígrafe, conviene 
resaltar la novedad del N. C. exponiendo el valor de prueba que puede 
tener la declaración de las partes que no sean confesiones (en. 1.536/2). 
Es el criterio que venía dando la Jurisprudencia, como hemos visto. 
Es una norma que respeta la dignidad de la persona dando, en princi-
pio, valor a su declaración, pero toma la precaución de no dejarse lle-
var el juez por lo que puede ser una declaración interesada. De ahí 
que se exijan otros elementos que corroboren sus declaraciones. Como 
tampoco debe ser descartada de todo valor por el mero hecho de ser 
parte interesada. Una causa en la que no sería posible encontrar tes-
tigos, con la declaración de la parte o de las partes, si se dan otras 
circunstancias que corroboran lo que dicen las partes, podría ser 
prueba suficiente 115. 
f) La prueba documental 
En el N. C. se antepone la prueba documental a la testifical. Y 
hubo su razón en ello. En la Relación se dijo que «las pruebas debían 
ser expuestas en orden de importancia. Y así la prueba documental 
ocupa el segundo puesto antes de la testifical, la de peritos y la de 
acceso o reconocimiento judicial 116. 
-Repitiendo el N. C. lo prescrito en el canon 1.812 del Código 
anterior, no se modifica nada a pesar de que se recibieron algunas su-
gerencias en el sentido de que se dijese «instrumentos» en vez de «do-
cumentos» para que así se comprendiesen también las grabaciones en 
cintas y otros instrumentos semejantes. No se admitió la petición 
115. COMMUNICATIONES, IX, 1, 1977, pp. 180-181, CARD. FELICI, Formalitates 
giuridicae .. . 
116. COMMUNICATIONES, II, 1970, p . 185; VIII, 2, 1976, p. 189. 
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porque, según un Consultor, con frecuencia estos «instrumentos» care-
cen de algún elemento, como firma, etc., que dan certeza al documen-
to 117. 
-El N. C. resume el canon 1.813 del Código anterior estableciendo, 
en principios generales, lo que se debe entender por documentos pú-
blicos eclesiásticos, civiles y privados, sin necesidad de concretar más 
ni hacer más enumeraciones 118. 
-Es novedad lo preceptuado en el canon 1.545 sobre la facultad 
que tiene el juez de mandar que se presente en el proceso un documen-
to común a ambas partes. 
g) De los testigos y sus testimonios 
En cuanto a las personas que están exentas de la obligación de 
responder en la declaración, no específica en N. C. el grado de los 
familiares que estarían comprendidos en el mal que se les requería. 
Así prefiere dejarlo al arbitrio del juez 119. Es verdad que la gravedad 
del asunto, las consecuencias de la declaración y el grado familiar son 
circunstancias que debe valorar el juez, como también la intimidad que 
exista entre estos familiares. 
-Conservando el N. C. el principio de que los impúberes no de-
ben ser admitidos a declarar, añade que pueden ser oídos si el juez, 
por decreto, manifiesta que es conveniente 120. La jurisprudencia venía 
aplicando ya este principio. Es también dentro del caso concreto don-
de debe decidir la prudencia del juez atendiendo a las circunstancias. 
-Se ha suprimido el párrafo que hacía una enumeración de los 
que se hallan excluidos para declarar como sospechosos y que reco-
gía el Código del 17 121. Es también el criterio prudencial el que en cada 
caso deberá decidirlo. 
Algún órgano consultado manifestó que faltaba una norma que 
facultase al juez y al promotor de justicia para proponer testigos. Se 
contestó que en cuanto al juez ya se deducía del canon 1.452 y 1.516; 
en cuanto al promotor de justicia se deduce porque es parte 122. 
117. COMMUNICATlONES, XI, 1, 1979, p. 109. 
118. Cn. 1540. COMMUNICATlONES, VIII, 2, 1976, p. 189. 
119. Cn. 1548. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 109; 1. A. ABBO, Quaestiones 
quaedam circa probationes in cauas matrimonialibus, en «Periodica», 59 (1970), 
pp. 3-20; U. NAVARRETE, De aestimatione testimoniorum, en «Periodica», 58 (1969), 
pp. 755-757. 
120. Cn. 1550,1. En esta línea venía ya Jurisprudenciaí: RRD 32 (1940), p. 
404, n. 8 c. WYNEN; 37 (1945), p. 41 c. TEODORI; 52 (1960), p. 404, n. 6 c. FlORE. 
121. Cn. 1757 del Código anterior; COMMUNICATlONES, VIII, 2, 1976, p. 189. 
122. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 111. 
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-Con relación a la reprobación de la persona de los testigos, el 
N. C. no limita el tiempo a los tres días de haber conocido el nombre 
de los mismos sino al tiempo anterior a la declaración 123. Es justa 
esta ampliación pues los motivos de reprobación pueden surgir den-
tro de este tiempo. 
-Se urge la presentación de interrogatorios hasta el punto de 
que si no se observa el plazo decretado por el juez para hacerlo, se 
considera que se renuncia a la petición de estos interrogatorios a los 
testigos presentados 124. Es una medida eficaz dirigida a no demorar 
el proceso interpretando la voluntad de las partes o sancionando su 
negligencia procesal. 
-Se ha suprimido la reprobación de testimonios (cns. 1.782-1.786 
del Código anterior). En realidad era una cuestión que se prestaba a 
conflictos procesales y se reducía a si se admitían o no nuevas prue-
bas para demostrar esa reprobación. Quedando la facultad de propo-
ner nuevas pruebas después de la publicación de las declaraciones, 
sobre la reprobación de testimonios 125. 
h) Del examen de los testigos 
Se propuso la sugerencia de que se pudiese tomar la declaración 
por teléfono, habiendo causa grave, estando el juez y el notario dando 
fe de la autenticidad de la declaración. No se admitió la sugerencia 
por estar expuesta a abusos y podían surgir dudas en cuanto a la 
identidad del testigo, de su libertad, etc ... De todos modos, se dejó 
constancia de que en este canon 1.558, no se prohibía la declaración 
por teléfono 126. 
Los inconvenientes citados no tendrían tanta consistencia cuan-
do son testigos conocidos del juez o del mismo notario, o fácilmente 
puede tenerse garantía de la plena libertad para su declaración. 
-Es novedad de notable interés la facultad para admitir a los 
abogados y procuradores a las declaraciones de los testigos a no ser 
que el juez estime que debe proceder en forma secreta (cn. 1.559). Co-
mo el canon no disitingue, entendemos que los abogados o procurado-
res pueden asistir no sólo a las declaraciones de los testigos de su 
parte, sino también a las de los testigos de la parte contraria. 
Precisamente por los inconvenientes que tiene el que se admita a 
las partes a presenciar las declaraciones de los testigos, muchos pi-
123. Cn. 1.555. 
124. Cn. 1552. 
125. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, pp. 117-119. 
126. ¡bid., p. 114. 
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dieron que se pusiese en la norma que nunca las partes puedan asis-
tir. Pero se determinó que se dejase la redacción de modo que fuese 
posible que el juez los admitiese en casos especiales ya que las ra-
zones dadas en contrario se referían más bien a causas matrimonia-
les y ya se tendría en cuenta para en su lugar hacer constar la mente 
contraria a esta admisión de las partes 127. No cabe duda que la presen-
cia de las partes quita libertad a los testigos. 
-En cuanto a la posibilidad de hacer preguntas a testigos, por 
parte de los que asisten al acto de declaración de los mismos, mante-
niendo el principio de que deben hacerse a través del juez, se deja 
abierta la puerta para que puedan hacerse de otro modo «si la ley 
particular así lo establece» 128. Es de advertir que este inciso «si la ley 
particular así lo establece ... » se refiere solamente al modo de hacer 
esta pregunta por los asistentes al acto de la declaración y no se re-
fiere a la posibilidad de que no asista el notario a este acto. Por este 
motivo el inciso fue cambiado de lugar y puesto al final de canon. 
En el esquema estaba al principio 129. 
-Con relación a los puntos concretos sobre los que debe ser pre-
guntado el testigo, sobre su identidad, etc., el N. C. añade un punto 
de gran interés que no venía en el Códex, que es de sentido común, 
pero que al mencionarle el canon, se deduce claramente la gran im-
portancia que tiene y que ha querido resaltar el Legislador. Nos re-
ferimos a la pregunta que se debe hacer al testigo sobre el momento 
en que vino a conocer lo que declara. En orden a valorar objetivamente 
su declaración, este punto es de suma importancia 130. 
-Según el N. C. se admite el uso de magnetófono en las declara-
ciones con tal que las respuestas se consignen después por escrito, si 
es posible, por los que han prestado la declaración 131. Lo que sería to-
127. ¡bid. En la Relación de los trabajos realizados por las Comisiones 
desde Marzo de 1966 a Octubre de 1970 ya se decía que se ponía la norma 
de admitir la presencia de los abogados para adoptar una práctica seme-
jante a los tribunales de los laicos y para que se resolvieran las dificultades 
en la misma instrucción (COMMUNICATIONES, II, 2, 1970, p. 186). Estimamos que 
la norma, aparte de los inconvenientes, tiene ventajas. Esto obligará también 
al defensor del vinculo para asistir a estos actos. En caso contrario, la de-
fensa del vínculo se encontraría muy desfavorecida y hasta perjudicada. 
128. Cn. 1561. En la Relación, que hemos hecho mención repetidas veces, 
se daba esta explicación: "Como algunos sistemas judiciales consideran que 
es actividad de las partes el hacer preguntas, no es congruente imponer en 
el foro eclesiástico un método contrario totalmente» (COMMUNICATIONES, II, 2, 
1970, p. 186; VIII, 2, 1976, p. 189). 
129. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 115. 
130. Cn. 1563. La «Provida Maten> ya lo recogía (art. 100). 
131. Cn. 1567. La Instrucción «Dispensationis matrimonii», de 7 de Marzo 
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talmente reprobable es, una vez apelada la causa, enviar solamente la 
cinta sin otra garantía de autenticidad, lo cual hasta vendría a indi-
car que es lo único que se ha obtenido en la declaración. Advertimos 
este caso que se ha dado en la realidad. 
-Es de interés la respuesta que se dio a una sugerencia que res-
ponde a cierta práctica de algunos tribunales y que, en principio, no 
es recomendable. Se había sugerido que se pusiese otra norma en la 
cual se mandase al juez que incorporase a las actas la opinión que él 
había obtenido del testimonio y que expresase todo cuanto pudiese 
ser útil a otros en otra instancia. Se estimó que no convenía esto por-
que «animi aliorum iudicum pertractari possent a considerationibus 
forte subiectivis» 132. Debería ser un caso muy especial para llegar a 
lo que pedía esta sugerencia. La respuesta es tan breve como elocuente. 
e) Del valor de los testimonios 
Conservando el N. C. el principio de que uno solo no tiene fuerza 
probatoria plena, admitiendo también la excepción del caso de testi-
go cualificado, que deponga de lo que ha realizado en razón de su 
oficio, admite otro caso de excepción: «cuando las circunstancias ob-
jetivas y subjetivas prescriban otra cosa» 133. Hemos de reconocer que 
ya venía siendo aplicado en la Jurisprudencia, al menos en algunas 
sentencias rotales y de tribunales inferiores 134. 
f) De los peritos 
Merece ser destacado en este punto la posibilidad de peritos pri-
vados elegidos por la parte con la aprobación del juez. Estos, si el 
juez lo permite, pueden ver los autos de la causa en la medida en 
que sea necesario y asistir a la realización de la pericia y pueden siem-
pre presentar su propio dictamen 135. Aquí también es de elogiar la gran 
facilidad que se da a las partes para su defensa. Aun suponiendo que 
el Defensor del vínculo y el promotor de justicia tengan esas mismas 
facilidades, nos tememos que no las pongan en práctica. La conse-
cuencia puede ser la falta de igualdad de medios. Estimamos que esta 
de 1972, ya admitía este uso con consentimiento del Obispo (AAS., 64 
(1972) 248). 
132. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 117. 
133. Cn. 1573. 
134. RRD., 44 (1952), pp. 447-448, n. 2 c. FELICI; 43 (1951), pp. 669-670, n. 2 
c. MATTIOLI; 56 (1964), pp. 837-838, n. 10 c. DE JOIDO; 64 (1972), pp. 354-355, n. 3 
c. PINTO; CARD. FELICI, en COMMUNICATIONES, IX, 1, 1977, p. 182. 
135. Cn. 1581. 
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mayor facilidad de defensa que se concede a las partes es siempre 
laudable pero que se debe exigir a quienes representan el vínculo o el 
bien público una actividad semejante para que se de la justa igualdad 
de medios. 
En esta misma línea de procurar las mayores facilidades a las 
partes para que se defiendan estaba la votación que se pidió a los Con-
sultores sobre la conveniencia de que asistiesen estos peritos al inte-
rrogatorio oficial del perito de oficio y si podían ver el informe de los 
mismos. Se dio una respuesta de modo negativo 136. En realidad, se com-
plicaría la cosa demasiado. 
-Nada se dice en el N. C. sobre la prohibición de designar peri-
tos a los que ya habían visto anteriormente a los cónyuges, según el 
canon 1.978 del Código de 1917. Podemos prever que ahora esto sería 
posible, si así 10 estimara el juez. 
-El Código anterior decía expresamente que el dictamen del 
perito podía hacerse de palabra o por escrito (cn. 1.801). El N. C. 
omite este particular pero da a entender que el dictamen ha de ser 
por escrito (cn. 1.578). En la práctica se seguía el dictamen escrito. 
11. De las causas incidentales 
-En la redacción del canon 1.587 se prefirió no mencionar con-
cretamente quiénes pueden presentar estos incidentes y así se hizo 
dando a entender que también podía el juez 137. 
-Se manda que sean resueltos «con toda rapidez». Con ello se 
significa que la decisión dada es inapelable. Y se acordó que se de-
cidiese por proceso sumario si se hacía por sentencia 138. Es clara la 
diferencia con la disciplina del Código del 17 en este punto 139. 
a) De la no comparecencia de las partes 
Se suprime el término de «contumaz» que traía el Códex para la 
parte que, habiendo sido citada, no se presenta. El N. C. la declara 
«ausente del juicio» 140. Y no es preciso repetir la citación según la 
136. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p . 124; LEFEBVRE, De peritorum iudi· 
cumque habitudine in causis matrimonialibus ex capite amentiae, en «Perio-
dica», 65 (1976) , pp. 107-122. 
137. COMMUNICATIONES, ibid., p. 128. 
138. [bid., p. 129. 
139. Cn. 1840 del Código anterior. 
140. Cn. 1592. 
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nueva disciplina. Se había sugerido que se repitiese siempre la citación 
del demandado, antes de la declaración de «ausente en juicio». Pero 
no se admitió la sugerencia porque «la negligencia de la parte deman-
dada no debía perjudicar a la parte actora» 141. La misma razón valdría 
si se debe declarar «ausente en juicio» a la parte actora, caso menos 
frecuente. 
-Sobre la presentación en juicio del que había sido declarado 
ausente del mismo, se ha completado acertadamente lo dispuesto en 
el canon 1.847 del Código del 17, cuando se dice que «si comparece 
en juicio antes de la definición de la causa, puede aducir conclusiones 
y pruebas». 
Se advirtió que, dejado así, el ausente en juicio, que se presenta 
después, quedaría en mejores condiciones que las del actor. Por ello, 
el N. C. modifica o completa lo prescrito en el Código del 17 diciendo 
que queda en pie lo dispuesto en el canon 1.600 en el que se regula la 
admisión de pruebas después de la conclusión en la causa. Con ello 
quedaba satisfecha la sugerencia que indicaba se prescribiese que si 
presentaba pruebas, sean admitidas según el momento en que se en-
cuentra el proceso 142. 
-Se ha reformado la norma del Código del 17 en lo establecido 
cuando comparece después de la definición de la causa. El principio 
es que puede impugnar la sentencia. Se entiende con la apelación. 
y hasta puede pedir la querella de nulidad si demuestra que no com-
pareció por legítimo impedimento sin culpa por su parte 143. 
En cambio, no se admitió la sugerencia de que se le concediese 
la restitución «in integrum». Se apoyaba esta petición en que la quere-
lla de nulidad favorece poco el orden público de los juicios. En la 
negativa a la sugerencia se dio como razón que este remedio de la 
restitución «in integrum» es más favorable a quien comparece que la 
querella de nulidad 144. 
Es sabido que, según el Código del 17, no se podía apelar sin acu-
dir antes a la restitución «in integrum» dentro de los tres meses 145. 
-Cuando es el actor el que es declarado ausente, el N. C. es más 
benigno en concederle los remedios que concede al demandado. Tam-
bién es cierto que es más rígido en cuanto que, después de la segunda 
citación, se presume que renuncia a la instancia, cosa que no prescri-
bía el Código del 17 sino que debía declararse la contumacia a instan-
141. COMMUNICATIONES, ibid., p. 130. 
142. ¡bid. También esto ya se venía observando en la Jurisprudencia. 
143. Cn. 1593. 
144. COMMUNICATIONES, ibid., p. 131. 
145. Cn. 1847 del Código anterior. 
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cia del demandado, del promotor de la justicia o del defensor del 
vínculo 146. 
Es de advertir que se sugirió se facultase al demandado entre se-
guir el proceso hasta la sentencia definitiva o declarar abandonada la 
instancia. No se admitió la sugerencia por no considerarla necesaria 
ya que el canon remitía a lo prescrito sobre la renuncia a la instancia 147. 
Parece ser que el N. C. admite que no es necesario para la re-
nuncia o para presumirla que se de un acto positivo de la voluntad 
renunciando. 
12. De la publicación de las actas y de la conclusión y discusión de 
la causa 
En la elaboración de esta materia se discutió sobre los problemas 
que puede traer esta publicación, particularmente entre los esposos 
en las causas matrimoniales como también con los testigos, llegando, 
a veces, a ser acusados ante el juez civil, sobre todo donde no es re-
conocida la jurisdicción eclesiástica. Por ello, se introdujo en el canon 
la mitigación que ya se daba en la «Provida Maten> arto 130, el juez 
puede decretar que algún acto no sea manifestado a nadie para evitar 
gravísimos peligros y teniendo cuidado que siempre quede a salvo 
el derecho de defensa 148. 
-En vez de hablar de reprobación de testimonios, que silencia el 
N. C., una vez publicadas las pruebas, se concede a las partes faculta-
des para presentar otras 149. 
-Para la admisión de nuevas pruebas después de la conclusión 
en la causa, el N. C. ha realizado varias modificaciones. Al principio 
negativo del Código del 17 de no admisión de nuevas pruebas, contra-
pone el N. C. el de admisión pero con ciertos límites. 
a) En las causas en las que se trata del bien particular de las 
partes sólo se requiere que estén ellas de acuerdo. 
b) En las demás causas se puede admitir nueva prueba, después 
de ·oir a las partes y con tal que haya una razón grave y se evite todo 
peligro de fraude y de soborno. 
146. Cn. 1594; 1849 del Código anterior. 
147. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 131. 
148. Cn. 1598; COMMUNICATIONES, ibid., pp. 134-135. 
149. Cn. 1598. 
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c) En todas las causas, cuando es verosímil que, de no admitirse 
una nueva prueba, la sentencia habría de ser injusta ISO. 
No cabe duda que el N. C. ha dado una mayor flexibilidad y ha 
puesto en la norma el criterio que tantas veces ya tenían en cuenta 
los jueces para salvar la justicia de la sentencia. El Código del 17 res-
tringía los casos 151. Todavía el esquema traía la palabra «gravísima 
causa» y fue cambiada por la de «grave» 152. Hemos de reconocer que 
la nueva norma amplía el margen que tiene el juez para obrar más 
cómodamente en busca de la justicia objetiva. 
-Se introduce como novedad el que las defensas y alegatos pue-
dan hacerse oralmente ante el tribunal con la presencia del notario 
que levante acta 153. 
13. De los pronunciamientos del juez 
-Se advierte la novedad de que el Auditor que no esté conforme 
con la decisión de los demás, puede exigir que, si hubiese apelación, 
se transmitan sus conclusiones al tribunal superior 154. Se había pe-
dido que esto fuese obligatorio pero no fue admitida la sugerencia 155. 
No deja de ser una ayuda para el tribunal superior. Nos parece acer-
tada la innovación. 
-Se concreta que corresponde al Ponente o relator redactar la 
sentencia, tomando los motivos de entre aquellos que los jueces ex-
pusieron en la discusión, ·a no ser que la mayoría determine expresa-
mente los motivos que se han de preferir 156. Con ello se ratifica la 
obligación que tienen los Auditores de presentar su voto y la obliga-
ción consecuente del Ponente de leerles antes de redactar la sen-
tencia. Contra estas prescripciones se están dando actualmente la-
mentables y graves abusos que es necesario corregir ya que la justi-
cia viene siendo gravemente lesionada y la norma quebrantada. 
-Ahora se manda que se indiquen en la sentencia los modos como 
puede ser impugnada (cn. 1.614). Ya se venía indicando el derecho 
de apelación. No estimamos sea necesario concretar otros que no pro-
cedan. 
150. Cn. 1600. 
151. Cn. 1861 del Código anterior. 
152. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 136. 
153. Cn. 1602; 1605; COMMUNICATIONES, VIII, 2, 1976, p. 190. 
154. 1609, 4. 
155. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 140. 
156. Cn. 1610; 1873 del Código anterior. 
168 F. GIL DE LAS HERAS 
-En cuanto a la publicación de la sentencia se admiten sola-
mente dos modos. Se reducen a hacer entrega de la misma a las 
partes o a sus procuradores o a enviarla según el canon 1.509, es de-
cir, por el modo como se envían las citaciones. No se menciona el que 
traía el Código del 17 notificando a las partes que la sentencia se halla 
en la Cancillería 157. Como tampoco la lectura de la sentencia hecha 
solemnemente por el juez. Se consideró que lo normal es que las par-
tes tengan la sentencia 158. Tampoco se menciona a los Abogados. 
-Se prescribe que la sentencia debe publicarse dentro del mes 
a partir de la fecha de la pronunciación de la sentencia a no ser que 
los jueces, por grave razón, estableciesen un período mayor. 
-Se pone un canon nuevo para prescribir que «fuera de la sen-
tencia, todos los demás pronunciamientos del juez son decretos, los 
cuales, salvo que sean de mero trámite, carecen de toda eficacia, si 
en ellos no se hace constar, al menos de modo sumario, los motivos, o 
se remite a motivos ya expresados en otro acto» 159. La necesidad de 
que los decretos sean motivados y esto «ad validitatem», estaba ya 
en la Jurisprudencia y en respuestas de Dicasterios competentes 160. En-
tonces se indicaba que estos motivos estuviesen contenidos en el mis-
mo decreto. Por ello, algún órgano consultado prefería que se supri-
miesen las palabras «o remitiesen a motivos ya expresados en otro 
acto». Se contestó que esta remisión era suficiente. Y, en todo caso, 
el nuevo canon se refería a un «ius condendum» no a un «ius condi-
tum» 161. Estimamos que ahora será suficiente citar los motivos de 
otra sentencia. Así los decretos ratificatoriQs de la sentencia de nuli-
dad de matrimonio podrían limitarse a remitirse a los motivos expre-
sados en la sentencia. 
-Se da un nuevo concepto de sentencia interlocutoria con fuer-
za de sentencia definitiva: «si impide o pone fin al juicio o a una ins-
tancia del mismo, al menos por lo que se refiere a una de las partes 
en la causa» 162. No estarían en este concepto gran número de senten-
cias que rechazan las pruebas, sobre todo en grado de apelación. Po-
demos decir que, en general, estos decretos no tendrán fuerza de sen-
tencia definitiva. 
157. Cn. 1615; 1877 del Código anterior. 
158. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, pp. 142-143. 
159. Cn. 1617. 
160. Resp. Ponto Comiso Decret. Vaticano II Intérpretes, 14.2.1974. 
161. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 143. 
162. Cn. 1618. 
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14. De la impugnación de la sentencia 
a) De la querella de nulidad contra la sentencia 
Se pUSO algún reparo al título de «impugnación» en vez de «reme-
dios» contra la sentencia por ser aquel término más civilista y menos 
apto a la índole del derecho canónico que busca la justicia y la ca-
ridad, no la lucha. Se conservó el título por ser más técnico 163. 
-Un nuevo canon establece la sanación que se verifica de los ac-
tos nulos mediante la sentencia, cuando la causa se refiere al bien de 
las personas privadas y la parte conociendo estas nulidades, no las 
denunció antes de la sentencia (cn. 1.619). No extraña que esto se ve-
rifique sólo en las causas que se refieren al bien de las personas pri-
vadas. La norma se funda en la presunción de que las partes han pasa-
do por esta anomalía y era a ellas a quienes correspondía haber re-
clamado. Estimamos se debe entender de la sentencia firme y ejecu-
tiva. Con ello desaparecen las nulidades «derivadas». 
Se ha aumentado la enumeración de casos de nulidad insanable. 
Además de las del Código de 17, ahora se mencionan: el caso de sen-
tencia dictada por carecer de potestad de juzgar en el tribunal ante 
el cual ha tratado la causa; cuando el juez dictó sentencia coaccio-
nado por la violencia o miedo grave; si se inició el juicio sin la peti-
ción judicial de que trata el canon 1.501 o no se entabló contra algún 
demandado; si se dio entre las partes cuando, al menos una de ellas, 
no tenía capacidad de actuar en juicio; si fue denegado a una de las 
partes el derecho de defensa; si la sentencia no dirimió la controver-
sia ni siquiera parcialmente 164. En realidad eran casos ya admitidos en 
la Jurisprudencia y en la doctrina expuesta por algunos autores. Son 
casos exigidos por el derecho natural al menos se han seleccionado 
los más frecuentes. La enumeración es taxativa. 
Si fija el plazo en diez años para poner esta querella, cuando el 
Código del 17 ponía 30 años. En realidad, la seguridad jurídica exigía 
un plazo inferior al puesto por la norma anterior 165. 
-La falta del número legítimo de jueces pasa de ser motivo de 
nulidad insanable a motivo de nulidad sanable. Además se añade el 
estar afectada la causa de algún acto nulo no subsanado con la sen-
tencia y si fue dada contra alguien legítimamente ausente 166. Esta enu-
meración es taxativa, como expresamente dice el canon. 
163. COMMUNICATIONES, Ibid., p. 144. 
164. Cn. 1619. 
165. Cn. 1621; 1893 del Código anterior. 
166. Cn. 1622. 
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-Se concreta que, en caso de querella de nulidad con apelación al 
juez, si éste admite la nulidad, no debe juzgar la causa como en pri-
mer grado. Así se contestó a una sugerencia. Añadiendo, como razón, 
que ocasionaría trastornos acudir al tribunal de tercer grado en caso 
de ulterior apelación 167. En este caso deberá ser enviada la causa al 
juez que dio la sentencia nula para que corrija los defectos que han 
causado esta nulidad. 
-El Código de 1917 sólo admite la querella de nulidad con ape-
lación cuando se trataba de nulidad sanable (cn. 1.895), en el N. C. 
no se hace distinción (cn. 1.625), por consiguiente, hemos de estimar 
que puede acumularse la querella y la apelación también en caso de 
nulidad insanable. 
-Para declarar la nulidad de oficio el juez, no necesita oir al 
promotor de justicia o al defensor del vínculo porque en este caso el 
juez «ex iustitia agit» 168. 
-Se introduce un canon nuevo en el que se dice que las causas 
de la querella de nulidad pueden tratarse según las normas del pro-
ceso contencioso oral 169. 
b) De la apelación 
Ha quedado reducido el número de casos en los que no se puede 
apelar. Así el N. C. no menciona la sentencia basada en juramento de-
cisorio, ni la sentencia contra el contumaz o declarado ausente en el 
juicio según el N. C., ni la sentencia contra aquel que expresamente ha 
declarado renunciar a la apelación, ni la del tribunal delegado de la 
Santa Sede en la que se dijese «excluida la apelación» 170. 
Ante las sugerencias en favor de que se reincorporase esta última, 
se contestó que en el esquema no figuraba el tribunal delegado y, en 
todo caso, dependería del mandato del delegante. Asimismo se con-
sideró que aquél que había renunciado a la apelación, si después pen-
saba de modo contrario, podía apelar 171. 
-Se amplía el plazo para apelar a 15 días desde que se tuvo cono-
cimiento de la publicación de la sentencia. En cambio, se dice que el 
incidente sobre el derecho de apelar ha de ser resuelto por el juez su-
167. COMMUNICATIONES, Ibid., p. 148. Era necesario concretar este punto en 
la norma. 
168. Ibid.; cfr. cn. 1897 del Código anterior. 
169. Cn. 1627. Es la rapidez en la tramitación de la justicia lo que se 
ha buscado en la norma. 
170. Cn. 1629. 
171. COMMUNICATIONES, Ibid., pp. 149-150. 
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perior con la mayor rapidez según las normas del contencioso oral 172. 
Es novedad que busca la mayor agilización del proceso en un punto 
que se prestaba a abusos lamentables. 
-Se concreta a qué tribunal debe ir la apelación cuando el ape-
lante no lo ha especificado en su escrito y cuando la otra parte apela 
a tribunal distinto, según el canon 1.632. 
-Se prescribe que en el escrito de prosecución de la apelación se 
pongan ya las razones por las cuales se ha apelado 173, cosa que no se 
decía en el Código del 17. Con ello, se ilustra al juez en orden a ver 
desde el principio cuáles son los defectos que cree la parte afectan a 
la sentencia y por los que estima ha sido injusta. Es un escrito se-
mejante al de demanda en el que se ilustra al juez sobre los motivos 
que se tienen para pedir el proceso. 
Se pone un nuevo canon en cuanto a la facultad de renunciar a 
la apelación el promotor de justicia y el defensor del vínculo del 
tribunal de apelación cuando ésta fue interpuesta por aquellos en el 
grado inferior 174. Es congruente esta norma con la que existe para 
la renuncia que hacen las partes pero no sería aplicable a las causas 
matrimoniales que exigen doble sentencia. Y ha sido suprimida la ape-
lación del Defensor del vínculo cuando en primera instancia se ha 
dado sentencia afirmativa, debiendo el tribunal «a quo» enviar los 
autos y la sentencia al Tribunal Superior, como veremos en su lugar. 
-Se limita el tiempo de la apelación incidental a 15 días a contar 
desde que se le notificó la apelación principal 175. Era necesario concre-
tar el plazo pues existía el vacío en la disciplina anterior y no había 
uniformidad en la doctrina. Tampoco se podía dejar hasta el final del 
proceso por la demora que podía ocasionar con los consiguientes 
abusos. 
-Se confirma el principio de que la apelación suspende la eje-
cución de la sentencia. No se admitió la sugerencia de un Consultor 
en el sentido de que se añadiese el inciso «a no ser que otra cosa se 
disponga en derecho» 176. 
-Un nuevo canon prescribe cómo se debe proceder en el grado de 
apelación: «del mismo modo que en primera instancia». Pero añade lo 
172. Cn. 1630-1631. Aún dentro del criterio de rapidez que ha dejado sus 
efectos bien claros en todo el proceso, aquí se amplía el plazo para apelar 
a 15 días. Se ha querido conceder mayores garantías de defensa. Es también 
el criterio de respeto a la dignidad de la persona. 
173. Cn. 1634. También con esta norma se puede obtener rapidez en el 
proceso. 
174. Cn. 1636. 
175. Cn. 1637. 
176. Cn. 1638; COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 153. 
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que, en realidad, se hacía sin que hubiese norma expresa. Ahora se 
especifica en base a la brevedad que se debe llevar en la apelación: 
«pero, a no ser que deban completarse las pruebas, inmediatamente 
después de la litiscontestación ... se debe pasar a la discusión de la 
causa y a la sentencia» 177. 
Se sugirió que las apelaciones se tratasen por el procedimiento su-
mario oral. No agradó a los Consultores que se diese el paso de la 
técnica del proceso escrito a la técnica del proceso oral. Por lo demás, 
no se abreviaría el proceso pues en el sumario habría que atender a 
nuevas pruebas 178. 
15. De la cosa juzgada y de la restitución «in integrum» 
-Al describir los casos en que se da la cosa juzgada y exponer el 
de doble sentencia conformes, se concreta que estas dos sentencias de-
ben ser «entre las mismas personas litigantes, sobre la misma petición, 
hecha por los mismos motivos» 179. Estos «mismos motivos» no han de 
ser idénticamente los mismos pues la nulidad de matrimonio pedida 
por simulación total y dada por exclusión de la indisolubilidad podría 
considerarse el mismo motivo si los hechos en que se apoyaron am-
bas sentencias fueron los mismos. Es decir, que cuando los hechos 
son los mismos y los capítulos guardan entre sí cierta relación, podría 
considerarse doble sentencia conforme en orden a la cosa juzgada o 
«cuasi cosa juzgada» 180. 
-Se completa lo preceptuado en el Código del 17 al decir en N. C. 
que el juez, de oficio, puede declarar la cosa juzgada 181. 
-Se añade también, como caso de cosa juzgada, cuando se ha 
renunciado a la instancia o ha condenado en grado de apelación 182. 
-Se establecen modificaciones en cuanto a la nueva revisión de 
causa introduciendo el plazo perentorio de 30 días, desde que se pidió 
la revisión, para proponer las nuevas y graves pruebas o razones. Tam-
bién se le impone al juez un plazo de un mes, a partir de la presen-
tación de las pruebas y razones, para decidir si admite, o no, la 
177. Cn. 1640. Obedece al criterio de la rapidez en la administración de la 
justicia. 
178. COMMUNICATIONES, [bid., p. 154. 
179. Cn. 1641. 
180. Decreto de 17 de Marzo de 1971, c. PINTO, en «11 diritto ecc1esiastico», 
1972, 1-2, II, p. 11 ss.; 1976, 3-4, p. 89 ss. c. ANNE. 
181. Cn. 1642. 
182. Cn. 1644. 
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nueva proposición de la causa. Asimismo, se establece que, en princi-
pio, la petición de nueva revisión o proposición de la causa no sus-
pende la ejecución de la sentencia, a no ser que el derecho establezca 
otra cosa o el tribunal de la revisión mande que se suspenda de acuer 
do con el canon 1.650,3 182• 
En realidad, las peticiones de revisión, frecuentemente suelen ser 
intencionadas para demorar la ejecución de la sentencia o para con-
tinuar la actitud de pleitear y fatigar a la otra parte. Con la norma 
dada entendemos que se sale al paso y acertadamente de ambos pe-
ligros o abusos. La rapidez procesal está garantizada y el evitar la eje-
cución de la sentencia también queda reglamentada para la generalidad 
de casos y para la excepción que puede darse. Concretamente en las 
causas matrimoniales puede tener aplicación muy práctica la excep-
ción. 
No se admitió la sugerencia en el sentido de que no se pudiese ape-
lar del decreto que rechaza la nueva proposición de causa. Tampoco 
la sugerencia orientada a que no se pudiese proponer una nueva causa 
cuando ya se había contraído nuevo matrimonio 183. Está motivada la 
apelación pues la revisión tiene su semejanza con la presentación de 
demanda cuando son nuevas y graves razones las que se proponen. 
El hecho de que se haya contraído matrimonio no puede prevalecer 
a la duda razonable o certeza probable de que el anterior matrimonio 
fue válido. La práctica de dejar o no dar curso al proceso cuando se 
ha contraído nuevo matrimonio, es desaconsejable y puede ser el ca-
mino abierto para abusos por parte de quienes desean el nuevo ma-
trimonio. 
-En cuanto a la restitución «in integrum» se añade un motivo 
más de injusticia manifiesta: cuando la sentencia contradice a una 
decisión precedente que ha pasado a cosa juzgada 184. 
No se admitió el cambio de «instrumenta» por el de «probatio-
nes» y se dio como razón el que la norma sería demasiado amplia 185. 
-En el esquema anterior, en el número 4 se decía: «desprecio de 
alguna ley sustancial». Se cambió por ésta otra frase: «ley no mera-
mente procesal» porque algún órgano consultado dijo que «ley sus-
tancial» no era clara expresión y no tenía la misma significación en 
las diversas naciones o regiones 185. Con ello, queda terminada la di-
versidad de opiniones en este punto. 
183. COMMUNICATIONES, XI, 1, 1979, p. 158. 
184. Cn. 1645. 
185. COMMUNICATIONES, ¡bid., pp. 158-159. En la Relación de los trabajos ve-
rificados por las diversas Comisiones desde Mayo de 1966 hasta Octubre de 
1970 se decía que «no hay por qué extender la restitución «in integrum» al 
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-El N. C. pone un plazo para presentar la restitución «in inte-
grum» tres meses para los casos comprendidos entre los números 
1-3, a partir del día en que se tuvo conocimiento de estos motivos. 
También tres meses para los casos comprendidos entre los números 
4-5 a contar desde que se tuvo conocimiento de la publicación de la 
sentencia precedente a aquella cuya restitución se pide 186. Es conse-
cuencia del principio de agilización de la administración de la justicia 
y el de seguridad judicial. Se añade un párrafo nuevo, también con-
gruente con la defensa de la parte: «Los plazos arriba indicados no 
comienzan a contar mientras el perjudicado sea menor de edad». 
Se añade un nuevo canon para afirmar que «una vez concedida 
la restitución «in integrum», el juez debe pronunciarse sobre la sen-
tencia de la causa 187. No se ha seguido el criterio expresado en la que-
rella de nulidad con apelación. 
C. DEL PROCESO CONTENCIOSO ORAL 
No se trata de un proceso especial sino de un proceso ordinario 
contencioso, cuya peculiaridad es que se desarrolla oralmente, así co-
mo el anterior se desarrolla por escrito. 
En la Relación de Febrero de 1972 se decía que era un proceso 
especial no por razón de la materia, sino por la forma, es decir, no 
comprende una materia determinada (como es el proceso de dispensa 
de rato y no consumado) sino que es un proceso por el cual pueden 
ser tratadas y definidas algunas cuestiones. 
Se le consideraba como algo particular dentro de la generalidad 
del proceso contencioso del cual se diferenciaba por la gran rapidez 
con que se celebra. 
Se quería fundamentar diciendo que tenía profundas raíces en 
la Constitución «Saepe» del Papa Clemente V y una expresión re-
ciente en el Código oriental «De iudicio contentioso coram uno iudice» 
derecho procesal no observado. Cuando la sentencia es sustancialmente justa, 
la revisión de la misma decisión por defectos procesales, que no han violado 
el derecho natural, es totalmente inútil. La nueva sentencia no podría menos 
de confirmar la sentencia anterior, salvando algunas solemnidades. No sería 
sino un juego procesal ante la Iglesia llevando consigo perjuicio para quien 
espera la justicia» (COMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 188). 
186. Cn. 1646. 
187. Cn. 1648. 
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(cns. 453467). Con relación al Código anterior constituye una nove-
dad totalmente 188. 
En cuanto a su naturaleza se definía como proceso judicial sim-
plificado de modo muy radical conservando la sustancia del contra-
dictoria, de la acción, de la excepción, de las pruebas, la publicación, 
la discusión y la sentencia. 
Se consideraba como punto central la audiencia que responde a 
tres necesidades: la colección de pruebas (examen de las partes, testi-
gos y documentos); la publicación de estas pruebas que se recogen 
estando presentes las partes y sus abogados y, por consiguiente, se 
suple así la publicación de los actos; la discusión de la causa que se 
hace oralmente por los abogados y ante el juez. 
Es de advertir que, por esta rapidez con que se desarrolla, en los 
primeros esquemas se llamó «sumario», como se conocía en el an-
tiguo derecho canónico y aún hoy en la legislación francesa. 
Se manifestó especial interés en que este proceso se desarrollase 
en cada diócesis pues estableciéndose como regional, perdería su 
eficacia y función de rapidez 188. 
Tampoco se ha de pensar que en este proceso, por ser oral, nada se 
escribe. Todos los procesos aun los más rigurosos orales, exigen es-
critura de ciertos actos procesales, como las declaraciones y las prue-
bas, aun cuando sea de modo resumido. En él se salva todo el que es 
esencial al proceso. 
Se pusieron muchas dificultades contra el proceso oral. Se dijo 
que el proceso sumario se delineó con la finalidad de hacer más breves 
los procesos. Pero, como en el contencioso ordinario ya se habían 
hecho muchas modificaciones en orden a la brevedad del proceso, 
no tiene razón de existir otro proceso en nuestro derecho. También 
se propuso la supresión de este proceso que, aunque técnicamente es 
óptimo, viene a ser inútil pues su uso será mínimo al estar prohibido 
en las causas matrimoniales. 
Con todo, se estimó conservarle porque supone un progreso en 
nuestro derecho y porque la cuestión de su uso podrá ser definida 
mejor en el futuro por la autoridad competente 189. 
188. COMMUNICATlONES, IV, 2, 1972, p. 60. 
189. COMMUNICATlONES, XI, 2, 1979, pp. 247-248. De hecho, en la Relación de 
Febrero de 1972, ya se decía que «Probablemente, cuando se tenga un conoci· 
miento pleno de este proceso, flexible y rápido, será propuesto para otras 
controversias, no muy graves, que exijan una resolución rápida por el bien 
de las almas «et cessationem simuItatum inter entia vel communitates eccle-
siales» (COMMUNICATlONES, IV, 1, 1972, p. 61,6). 
176 F. GIL DE LAS HERAS 
1. Las causas que han de ser tratadas en este proceso (cn. 1.656). 
a) En primer lugar las no excluidas por el derecho. Pero éstas 
tampoco se podrán tratar si una parte pide el proceso contencioso 
ordinario. 
b) Está prohibido por el derecho expresamente tratar en este 
proceso las causas de nulidad de matrimonio (cn. 1.690). Al menos im-
plícitamente también está prohibido tratar las causas de ordenación 
sagrada (cn. 1.710), así como las de acción criminal (cn. 1.728) y las 
que tienen proceso especial (cns. 1.697-1.707), como el mismo proceso 
matrimonial documental (cns. 1.686-1.682). 
c) Son nulos los actos judiciales si se emplea el proceso oral 
fuera de los casos permitidos por el derecho (cn. 1.656/2). 
d) Sólo está impuesto en un caso: cuando surge el incidente 
«de iure appellandi» (cn. 1.631). Es recomendado en las causas inciden-
tales (cn. 1.590), en las causas de separación conyugal (en. 1.593), en 
las querellas de nulidad de sentencia (cn. 1.627). 
2. Número de jueces (en. 1.657). 
Expresamente dice el canon 1.657 que en Primera Instancia se 
hace este proceso ante un juez único, que tendrá dos asesores, según 
el canon 1.424. 
En apelación se seguirá el principio general expuesto en el ca-
non 1.441 que prescribe que «el tribunal de Segunda Instancia debe 
constituirse de la misma manera que el de Primera Instancia. Como 
también se debe acudir a los principios generales en cuanto a la de-
terminación del tribunal de apelación (cn. 1.632). 
3. La demanda en el proceso oral (cn. 1.658). 
a) En Primera Instancia se dirige al juez único. 
b) A la demanda deben acompañar las pruebas documentales en 
que se basa la petición y las otras que tenga preparadas. 
c) Debe mencionar las otras que, de momento no se pueden 
presentar y con las que pretende demostrar los hechos, de modo 
que ya pueden ejecutarse por el juez. Es aquí donde se da un gran 
paso en orden a la rapidez de este proceso. 
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Ante esta exposición parecería que en este proceso no se puede 
presentar la demanda oralmente. Pero no encontramos mayor difi-
cultad pues cuanto se dice en el canon 1.658 que debe estar en el es-
crito de demanda, puede también hacerse constar oralmente. Se de-
bería regir, en todo caso, por los principios generales del contencio-
so ordinario (cns. 1.502-1.503). 
4. La notificación al demandado y su respuesta (cn. 1.659). 
a) Resultando inútil el intento de reconciliación, se enviará en 
el plazo de tres días, el escrito de demanda al demandado. 
b) Este podrá enviar su respuesta en el plazo de 15 días. 
c) En ella se podrán poner las excepciones y pruebas. No con-
creta el canon 1.660 el plazo que tiene el actor para las excepciones. 
No parece lógico que tenga más de 15 días que se le conceden al de-
mandado. 
En la respuesta el demandado también podría poner reconven-
ción y puede suceder que esta nueva acción no pueda ser tratada en 
un proceso oral, en cuyo caso la parte podría acudir al derecho que 
le atribuye el canon 1.656. 
5. La fórmula de dudas (cn. 1.661) 
a) Comunicada al demandante la respuesta del demandado con 
plazo para contestar, se establece la fórmula de dudas que se co-
munica a las partes. 
b) En la misma comunicación de la fórmula de dudas se cita 
a los que deben asistir a la audiencia, que debe celebrarse en un 
plazo no superior a los 30 días. 
c) En esa misma citación para la audiencia se les debe comu-
nicar que hasta tres días antes de la misma pueden presentar algún 
escrito breve para demostrar sus afirmaciones. 
6. La celebración de la audiencia y la sentencia (cns. 1.662-1.668). 
a) La audiencia es el acto fundamental en el juicio oral. En ella 
se deben tratar todas las cuestiones preliminares del proceso conten-
cioso ordinario: incompetencia, reconvención, gratuito patrocinio, etc. 
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b) Se proponen las cuestiones tratadas en los cánones 1.459-1.464. 
Nota característica de la rapidez de este proceso es también la pres-
cripción de que las excepciones han de tratarse en la misma audiencia. 
En la relación se decía: «La solución a las excepciones y causas in-
cidentales debe darse por el juez en la audiencia. Pues el proceso de 
este género, que se apoya en el elemento oral, en la publicidad, o se 
resuelve en las pocas sesiones sucesivas o nunca puede reasumirse 
después de prolongada interrupción. Esto sucedería si se diese apela-
ción de las sentencias interlocutorias. Esta apelación no es denegada 
en este proceso pero se acumula con la apelación de la sentencia 
definitiva, que, por lo demás, sigue a los pocos días. Así el daño no 
será grave 190. 
c) Se ejecutan las pruebas con la asistencia de las partes y abo-
gados, si lo desean, así como con el notario. En la relación de Febre-
ro de 1972 ya se decía que «como la nota específica de este proceso 
es la rapidez, conviene, en primer lugar, limitar el número de testigos 
excesivo y evitar la discusión escrita que, a veces, es meramente aca-
démica. Así se establece que cada parte no ponga más de cinco testi-
gos 191. Es claro que pueden tenerse otras audiencias si no se termina 
en una. Si se han pedido pruebas por exhorto, ya deberán estar en 
el tribunal para el día de la audiencia. 
d) Discusión oral de las pruebas en la misma audiencia. En la 
relación a que venimos haciendo referencia en este proceso, se decía 
que la mente en cuanto a la audiencia es ésta: «Cuando se inicia la 
audiencia, todos los medios de prueba deben estar preparados y, 
cuando lo mande el juez, exhibidos para que la instrucción pueda 
desarrollarse sin interrupción» 191. La discusión oral se tiene en la 
misma audiencia o en la siguiente, cuando las pruebas están recien-
tes en la mente del juez y de las partes. . 
e) Sentencia con la parte dispositiva que se lee a las partes en 
la misma audiencia. Cuando ésta es sencilla, puede darse en la mis-
ma audiencia, retirándose para confeccionar la parte dispositiva, con-
sultando con los asesores, si los tiene. 
f) Se debe comunicar a las partes el texto completo de la sen-
tencia en el plazo no mayor de quince días. 
Como puede apreciarse, se salvan los elementos esenciales de] 
proceso ordinario y se destaca la gran rapidez con que se desarrolla. 
Todavía son de gran interés las dos normas generales del canon 1.670. 
190. COMMUNICATIONES, ¡bid., pp. 63-64. 
191. ¡bid., p. 63. 
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DE LOS PROCESOS ESPECIALES 
D. PROCESOS MATRIMONIALES 
I. LAS CAUSAS PARA DECLARAR LA NULIDAD DE MATRIMONIO 
1. El fuero competente (cns. 1.671-1.673). 
Confirmando el N. C. que las causas matrimoniales de los bautiza-
dos corresponden por derecho propio al juez eclesiástico, se ha supri-
mido la palabra «exclusivo» que contenía el Código anterior. Se da 
como razón de esta supresión el que ocasionaba discusiones y diver-
gencias y no favorecía el ecumenismo 192. Ya en el M.p. «Causas ma-
trimoniales» no se usaba esta palabra y en la relación de Febrero de 
1972 se decía que para las modificaciones hechas en este proceso 
se había servido de base el M.p. «Causas matrimoniales» 193. 
-Se ha modificado la expresión del Código anterior «entre bauti-
zados» por esta otra: «de los bautizados». Así se expresa mejor que 
también corresponden al juez eclesiástico las causas matrimoniales 
cuando sólo uno de ellos está bautizado. 
-Se añade, como nuevo título de fuero, la residencia de la parte 
actora con tal de que: a) ambas partes residan en el territorio de la 
misma Conferencia Episcopal; b) Debe dar su consentimiento el Vi-
cario judicial del domicilio de la parte demandada; c) Antes de dar 
este consentimiento debe ser oída la parte demandada. Es de advertir 
que el canon menciona el domicilio del actor, no el cuasidomicilio. Y, 
a pesar de que en la «RELATIO» aparece la insistencia de que se ad-
mita el cuasidomicilio, como fuero suficiente, se contestó que era 
bastante lo que se concedía admitiendo sólo el domicilio en contra 
de la tradición canónica «actor sequitur forum rei». El cuasidomicilio 
del actor, como fuero de competencia, dadas las facilidades de adqui-
rirle según el nuevo concepto del mismo, se prestaría a abusos 193a. 
Con esta medida, a la vez que se faculta con un nuevo fuero dan-
do facilidad a la administración de la justicia, se trata también de evi-
192. Cn. 1671; 1960 del Código anterior; COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 256. 
193. COMMUNICATIONES, IV, 2, 1972, p. 60; VI, 2, 1976, pp. 193-195. 
193a. Respuesta al canon 1625 del esquema. 
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tar los abusos lamentables de los últimos tiempos. Uno de los princi-
pales estaba en la huida de las causas matrimoniales a países de otra 
Conferencia Episcopal distinta, a veces, sin saber nada la parte de-
mandada y sin ser citada 194. 
Ahora, dadas las condiciones puestas en el N. C., estimamos no 
será tan fácil que se den los abusos indicados. De todos modos, con-
viene advertir que los cónyuges, además del domicilio o cuasidomici-
lio común, también pueden tenerles propios (cn. 104). Como conviene 
no olvidar que se requiere el consentimiento del Vicario judicial del 
domicilio de la parte demandada, no siendo suficiente o no serviría 
el del cuasidomicilio. A un Consultor le agradaba que también pudiese 
dar el consentimiento el Vicario judicial del cuasidomicilio de la parte 
demandada 195. Con todo, no apareció esto en el texto definitivo. 
La norma tiene en cuenta también la facilidad con que debe con-
tar el actor para presentar la demanda, sobre todo cuando el deman-
dado ni siquiera se va a mostrar parte activa, como es tan frecuente. 
Es claro que el fuero del actor, en las causas matrimoniales, di-
fiere del expuesto en los juicios en general según el canon 1.409,2. En 
las causas de nulidad matrimonial podemos decir que no se ha seguido 
plenamente el viejo aforismo de «actor sequitur forum rei». 
-También se abre como fuero nuevo el del lugar donde se han de 
recoger las pruebas en su mayor parte. Pero se requiere también el 
consentimiento del Vicario judicial del domicilio, no del cuasidomicilio, 
del demandado y se debe oír a éste (cn. 1.673). Ya se daba este fuero 
en el «Causas matrimoniales». Hacemos la advertencia semejante al 
fuero anterior. 
Es de advertir que en el esquema constaba la expresión «residencia 
no precaria» de la parte demandada, pero fue suprimida porque la no-
ción de cuasidomicilio, en el esquema del pueblo de Dios, es más am-
plio y determinado 1%. 
2. El derecho a impugnar el matrimonio (cn. 1.674-1.675) 
El N. C. establece de modo absoluto que son hábiles para impug-
194. Z. GROCHOLEWSKI, Problemi attuali... a.e., p. 159. 
195. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 258. 
196. ¡bid. En la Relación sobre los trabajos realizados por las Comisiones 
desde Mayo de 1966 hasta Octubre de 1970, se tenía la residencia «no preca-
ria» como «VÍa magis obiectiva» haciendo abstracción del domicilio y sus 
implicaciones (CoMMUNICATIONES, n, 2, 1970, p. 188). La experiencia posterior 
sobre los resultados obtenidos con este nuevo título de competencia ha hecho 
que sea abandonado en el N.C. 
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nar el matrimonio los cónyuges y no se pone limitación alguna, como 
se hacía en el Código anterior 197. También el promotor de justicia cuan-
do la nulidad se ha divulgado y no es posible convalidar el matrimo-
nio (cn. 1.674). Con esto se ha simplificado toda la cuestión de si ha-
bía sido, o no, causa directa y dolosa de la nulidad del matrimonio, 
que, por cierto, a nada conducía ni en la teoría ni en la práctica por-
que se buscaba el otro medio de acusar el matrimonio y porque prácti-
camente no se observaba ya esta norma. 
-Establece que no puede ser acusado el matrimonio después de 
la muerte de uno de los cónyuges a no ser como causa incidental. Tam-
bién se concreta lo que se debe hacer cuando muere una de las partes 
estando pendiente la causa (cn. 1.675). Es novedad en cuanto a lo pre-
ceptuado por la «Provida Maten> en el artículo 222. Y lo es en cuanto 
al canon 1.972 del Código anterior. Desaparece la presunción de matri-
monio válido que decía aquel canon. Ahora no se menciona tal presun-
ción sino que se prohibe la acusación de nulidad a no ser que se pre-
sente una cuestión prejudicial para resolver otra controversia en el 
foro canónico o en el civil. 
3. Del oficio de los jueces (cns. 1.676-1.677) 
-Un nuevo canon emplea el N. C. para imponer al juez la obli-
gación de emplear medios pastorales para conseguir la convalidación 
del matrimonio y establecer la convivencia conyugal. A pesar de que 
algunos estimaron que debía suprimirse dicho canon por ser inútil 
pues la convivencia está ya rota cuando acuden a los tribunales y no 
parecía oportuno imponer esta carga a los jueces, se optó por conser-
varle ya que agradaba a muchos órganos consultados y se veía el in-
terés de la Iglesia en fomentar y defender la estabilidad matrimonial 198. 
El juez, hablando a los cónyuges, antes de iniciar el pleito, como sacer-
dote que aconseja, expone las circunstancias y las consecuencias del 
proceso, puede hacer reflexionar a los cónyuges sobre unos puntos 
que quizás nadie les ha expuesto. Pero debe ser el mismo juez. No se 
deberá caer en la rutina de comisionar a otros que carecen de los da-
tos que posee el juez ante la experiencia recogida. Este canon supone 
197. Cn. 1674; 1971 del CÓdigo anterior. Se reconocía en la Relación, que 
venimos mencionando, que la anterior legislación excluyendo a los que fueron 
«causa directa y dolosa» creaba frecuentes angustias que ni las respuestas 
de la S.S. habían podido quitar. En realidad, no se seguía en la práctica 
aquella exclusión. 
198. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 260. 
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lo prescrito en el canon 1.446 sobre medidas pastorales. Hemos de re-
conocer que actualmente, en la práctica procesal, este requisito pas-
toral se verifica harto rutinariamente. Debemos cambiar de actitud en 
conformidad con lo preceptuado en el N. C. 
-También es nuevo el canon que establece algunas de las actua-
ciones del juez una vez aceptada la demanda: 
a) Debe notificar el decreto de citación. La mayor parte de los 
Consultores opinó que se debía enviar con el decreto el escrito de la 
demanda, según la norma general 199. Sirve de citación esta notifica-
ción. Y, en todo caso, debe ponerse en conocimiento del demandado 
cuáles son los capítulos de nulidad aducidos por el actor para poder 
contestar. Esta contestación debe hacerse dentro de 15 días, pues, pa-
sado este plazo, el juez debe comunicar la fórmula de dudas a las par-
tes en un plazo de 10 días. En la fórmula de dudas se debe reflejar lo 
alegado por el actor y lo que haya podido pedir el demandado en su 
respuesta a la demanda. A esta fórmula de dudas podrán replicar las 
partes en un plazo de diez días. Estos plazos son acertadas medidas 
para abreviar el proceso. Era el gran defecto en el Código anterior: en 
gran número de casos no se concretaban plazos para actuar las partes 
ni el juez. 
b) Como hemos dicho, pasados 15 días de la notificación, el juez 
debe poner la fórmula de dudas en el plazo de diez días, a no ser que 
una de las partes hubiese solicitado una sesión para la contestación 
a la demanda, esta fórmula será notificada a las partes (cn. 1.513). 
c) También concreta el N. C. cómo se debe confeccionar la fór-
mula de dudas: debe plantear no sólo si consta, o no, la nulidad del 
matrimonio, sino también debe especificar el capítulo o los capítulos 
por los que se pide la nulidad. El interés del Legislador en ésta nor-
ma aparece en el hecho de que no se atendieron las peticiones de al-
gunos en el sentido de que no se especificasen los capítulos o que el 
juez pudiese cambiarlos antes de la conclusión en la causa 200. Se acor-
dó la permanencia del canon prescribiendo la especificación de los ca-
199. ¡bid. p., 261; cfr. cn. 1677 y 1508. Sí conviene advertir que la Signatura 
Apostólica en fecha 6 de Abril de 1971 confirmó la sentencia de quienes pen-
saban que el demandado no tiene derecho a conocer la demanda en las causas 
matrimoniales, ni cuando recibe la citación ni en el momento de la litiscon-
testación y que ello no lesionaba el derecho de defensa (Cfr. OCHOA, Leges 
Ecclesiae, Roma, 1974, col. 5987-5089). Pero el N.C. ha cambiado la disciplina. 
En principio, se debe enviar la demanda con la citación. Cfr. Ius CANONICUM, 
14 (1974), p. 383. 
200. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 262. 
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pítulos para la mejor instrucción de la causa y en cuanto a los cam-
bios se siguiese la norma general 201. Y la norma general en este punto 
es que «los términos de la controversia, una vez definidos, no pueden 
modificarse válidamente si no es mediante un nuevo decreto, por 
causa grave, a instancia de parte y habiendo oido a las restantes cuyas 
razones han de ser debidamente ponderadas» 202. En el N. C. no se re-
quiere el consentimiento de la otra parte, en contraposición a lo que 
prescribía el Código anterior en el canon 1.731. 
d) Sigue el N. C. señalando plazos a la actuación del juez cuan-
do prescribe que pasados diez días de la notificación del decreto de la 
fórmula de dudas, si las partes no han objetado nada, el presidente 
o el Ponente ordenará la instrucción de la causa (cn. 1.677). En el pro-
ceso contencioso ordinario tampoco se limitaba el tiempo al juez en 
este caso (cn. 1.516). 
4. De las pruebas (cns. 1.678-1.680). 
Es nuevo el canon que establece que tienen derecho a asistir al 
examen de las partes, de los testigos y de los peritos, el defensor del 
vínculo, el promotor de justicia y los abogados, no pueden las partes. 
En el contencioso ordinario sólo se decía que podían asistir a las de-
claraciones de los testigos los abogados (cn. 1.559). 
A la propuesta de algunos sobre si los abogados podían hacer pre-
guntas, se contestó afirmativamente pero observando la ley de no 
hacerlas directamente sino por medio del juez, a no ser que la ley par-
ticular dijese otra cosa 203. Es la norma general dada en el contencioso 
ordinario (cn. 1.561). También se recordó el canon 1.559 al presentarse 
la sugerencia de que se añadiese en el canon la posibilidad de asistir 
el defensor del vínculo y abogados «si el presidente del tribunal lo juz-
.gaba oportuno» 204. De acuerdo con el proceso ordinario. 
-También es novedad la facultad que se concede a los abogados 
para conocer las actas judiciales aun cuando no estén publicadas y 
para examinar los documentos presentados por las partes 205. Y es no-
vedad también con relación al proceso contencioso ordinario. Se ha 
-querido aplicar el criterio de paridad en cuanto a las facultades que 
201. Ibid., pp. 261-262. 
202. Cn. 1514. 
203. COMMUNICATIONES, Ibid., p. 262 . 
.204. Ibid . 
.205. Cn. 1678. COMMUNICATIONES, n, 2, 1970). 
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tengan las partes iguales a las del defensor del vínculo. Pero también 
se debe tener en cuenta que las ventajas de las partes sobre el defen-
sor del vínculo son considerables en cuanto al interés que ponen aque-
llas y que no es fácil esta paridad con el que pone el defensor del 
vínculo. 
Advertimos la diferencia entre la forma dada ahora y la expuesta 
en el contencioso ordinario. Aquí las partes no pueden asistir al exa-
men de los testigos ni peritos; en cambio, allí se dice que el juez puede 
permitir que las partes asistan a las declaraciones de los testigos 
(cn. 1.559). Se busca dar mayor independencia a los testigos en el pro-
ceso matrimonial. La presencia de las partes podría limitar esta li-
bertad e independencia. 
-En cuanto a la necesidad de los peritos ahora el principio gene-
ral, en las causas sobre impontencia o enfermedad mental, es que se 
haga uso de uno o varios peritos (cn. 1.680). Ya no es necesaria la pre-
sencia de dos peritos o varios (cn. 1.976 del Código anterior). Tampoco 
se mencionaba en el contencioso ordinario la excepción puesta ahora 
«si consta con evidencia que esa pericia es inútil». Ya constaba esta 
excepción en el Código anterior. 
Constará con evidencia que la pericia es inútil cuando ni siquiera 
hay indicios de la anomalía que se pretende alegar o cuando ya es su-
ficientemente claro que existe. Pero no se debe abusar de la existencia 
de esta evidencia porque lo que se trata de demostrar en caso de en-
fermedad es el estado cómo se encontraban los contrayentes al con-
traer. 
Expresamente aparece que se ha querido evitar esta prueba peri-
cial como mera solemnidad y se ha querido prescribirla solamente 
como necesaria cuando la información pericial puede completar o 
explicar algo que no goza de claridad suficiente. ' 
-Es de interés la norma contenida en el canon 1.679. Es una am-
pliación de lo que decía el canon 1.975 del Código anterior. Entonces 
se decía que, en las causas de impotencia o de inconsumación, si la 
impotencia o inconsumación no constaban con certeza por otro me-
dio ... Ahora, de modo general, se dice que en las causas de nulidad de 
matrimonio, para valorar las declaraciones de las partes el juez ha 
de requerir, si es posible, testigos que declaren acerca de la credibi-
lidad de las partes. Esta medida tendrá más utilidad en causas en 
las que, por motivos especiales, no se puedan aportar al proceso otras 
pruebas y las partes insistan en su conciencia de la nulidad de su ma-
trimonio. Pero para la prueba plena se requerirá la existencia de otros 
indicios y adminículos. El canon pone la limitación «a no ser que haya 
pruebas plenas por otro concepto». Esto nos presenta la mente de que 
en casos especiales, cuando solamente puedan declarar las partes por 
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no haber otras pruebas testificales, la declaración de aquellas con el 
aval testimonial de testigos probos sobre su credibilidad y otros indi-
cios y adminículos puede ser prueba suficiente. El N. C. extiende a 
todas causas el principio que el Código anterior aplicaba solamente a 
las de impotencia o inconsumación. Y el N. C. pone esta obligación al 
Juez, el anterior a las partes. 
5. De la sentencia y apelación (cns. 1.681-1.685) 
-Resulta nuevo el canon 1.681, en relación con el Código ante-
rior, al prescribir cómo debe actuar el juez, cuando en la instrucción 
de la causa surge una duda muy probable de que no se producido la 
consumación del matrimonio: «Puede el tribunal, suspendiendo la 
causa de nulidad con el consentimiento de las partes, realizar la ins-
trucción del proceso para la dispensa del matrimonio rato y luego 
transmitir las actas a la Sede Apostólica junto con la petición de dis-
pensa hecha por ambos cónyuges y con el voto del tribunal y del 
Obispo». 
Este canon contiene novedad no sólo en cuanto al Código ante-
rior sino también en cuanto a la legislación que le siguió (cn. 1.963/2; 
arto e/1 de las «Reglas que han de observarse en los procesos de rato y 
no consumado»; AAS., 15(1923) 389ss.; arto 266 de la Instrucción «Pro-
vida Mater Ecclesia»; Instrucción «Dispensationis matrimonii» de 7 de 
Marzo de 1972, AAS., 64 (1972) 244-252). La principal novedad está en 
que ahora se debe pedir el consentimiento de las partes para suspen-
der el proceso de nulidad. No se distinguen ahora diversas hipótesis 
para diversos capítulos. 
-También reviste novedad el canon 1.682 al exigir que la senten-
cia que declara por vez primera la nulidad del matrimonio, junto con 
las apelaciones, si las hay, y demás actos del proceso, debe transmitir-
se de oficio al tribunal de apelación dentro del plazo de veinte días, 
a partir de la publicación de la sentencia. No se impone la obliga-
ción de apelar al defensor del vínculo, pero, sin la apelación deben 
llevarse los autos al tribunal superior. Así, haya o no apelación de las 
partes, como tampoco se exige la del defensor del vínculo, el juez está 
obligado, en todo caso de sentencia afirmativa por primera vez, a 
enviar al juez superior los autos del proceso. Así también se abrevia y 
se evita un trámite que no era tan necesario pues, en todo caso, aun 
cuando por negligencia u olvido no había apelado el defensor del 
vínculo, la causa tenía que pasar al grado superior. En este grado el 
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actor sería el defensor del vínculo como expuso uno de los Consulto-
res y aprobaron los demás 206. 
En la «RELATIO» final todavía pocas cuestiones encontrarían 
tanta oposición como encontró este canon. Se pedía que no tuviese 
obligación el tribunal de enviar los autos al tribunal superior; que se 
dejase a la conciencia del defensor del vínculo el apelar; que pudiese 
desistir el defensor del vínculo de apelación; que, sobre todo, cuan-
do habían sido ya tres jueces, era suficiente una sentencia; que los 
abusos deberían corregirse de otra forma; que parecía absurdo que 
apelase el mismo tribunal; que se concediesen algunas excepciones 
para algunos lugares; que, en todo caso, no fuese necesario transmi-
tir todas las actuaciones al tribunal superior sino solamente lo esen-
cial; que la obligación de apelar se pusiese solo en el caso en que en 
Primera Instancia hubiese intervenido un solo juez. 
La respuesta que, por unanimidad dieron los Consultores fue la 
siguiente: «No se deben admitir las advertencias hechas. El sistema 
propuesto no es «jurídicamente absurdo» ni «contrario a la sana ra-
zón». Más que de «apelación» (el canon no habla de apelación), se 
trata de ulterior revisión en asunto de mayor importancia como es el 
vínculo sacramental. Por otra parte, ya se ha provisto en cuanto a las 
exigencias de brevedad dado el modo de proceder en segundo grado 
con la posibilidad del decreto ratificatorio. De todos modos, por la 
gravedad de la materia, se traslada la cuestión para ser juzgada por 
los Padres de la Comisión en la asamblea plena» 2!TT. 
El texto aprobado mantiene la obligación de enviar los autos al 
tribunal superior. 
-Se decide en el N. C. que solamente podrá ser ratificada por 
decreto aquella sentencia que ha sido dictada afirmativa en Primera 
Instancia, según el canon 1.682/2. 
Es de advertir que muchos órganos consultados habían pedido que 
no se impusiese al defensor la obligación de apelar de la sentencia 
que declaraba la nulidad del matrimonio. Con lo expuesto anterior-
mente, quedaron satisfechas estas peticiones. 
También se presentó la cuestión de si la sentencia que por primera 
vez declaraba la nulidad del matrimonio debía ser sometida a nuevo 
examen. Casi todos los Consultores estuvieron de acuerdo en que de-
bía someterse a nuevo examen, tanto más cuanto que, en caso de 
necesidad, en Primera Instancia podía haber sido juzgada por un 
juez único. Tampoco se aceptó la solución propuesta por algunos de 
206. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 265. 
207. Respuesta al canon 1634 del esquema. 
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que, en casos particulares, se dispensase de la Segunda Instancia para 
obtener una celebración del proceso más rápida. Se contestó que tal 
dispensa no se podía dar con «ciencia y prudencia» sin haber leído y 
ponderado todo el proceso. Y, por otra parte, la más breve celebra-
ción del proceso ya se obtenía con la disciplina del M.p. «Causas ma-
trimoniales», es decir confirmando la sentencia por decreto 208. Otras 
adecuadas respuestas se dieron a las razones en que se apoyaban quie-
nes pretendían no se obligase a la Segunda Instancia, ni siquiera a 
la confirmación por decreto cuando en Primera Instancia se había 
declarado la nulidad del matrimonio 209. 
También habían pedido dos Consultores que la sentencia afirma-
tiva, en cualquier grado que se diese, pudiese ser confirmada por de-
creto. Pero todos los demás Consultores opinaron de modo contrario, 
argumentando que, si en Primer Grado la sentencia fue negativa, es 
prudente que se obtenga otra afirmativa en proceso ordinario. Tam-
bién alegó en su ravor la Respuesta de la Pontifica Comisión de In-
térpretes de los Decretos del Vaticano 11, del 31 de Octubre de 1973. 
Presentada a votación si solamente se podían ratificar por decreto 
las sentencias que habían sido afirmativas en primer grado, contesta-
ron afirmativamente 7 y negativamente 2 210• 
-Entendemos que, según el canon 1.682,2, los abogados pueden 
presentar escritos de alegaciones antes del decreto ratificatorio ya que 
el canon mencionado prescribe que el juez vea las observaciones tam-
bién de las partes «si las hay» y no ha dejado a la prudencia del juez 
el decidir que las presente, como se decía en el «Causas matrimoniales». 
-y también aquí la norma urge al juez la rapidez procesal. Pres-
cribe el canon 1.682/2 que el juez «sin demora» debe dar el decreto 
en un sentido o en otro, detalle que no había sido mencionado hasta 
ahora. 
-Al menos en cuanto a algún aspecto tiene novedad el canon 
1.683 prescribiendo que en grado de apelación, si el que pide la nuli-
dad aduce un capítulo nuevo, el tribunal de apelación puede admitirlo 
y juzgar como en Primera Instancia. La «Provida Maten> ponía la con-
dición de «sin contradición por parte de nadie» 211. El N. C. omite 
este inciso. Luego se podrá admitir aunque se oponga una parte. 
Como nada se dice en cuanto a introducirle en Primera Instancia 
una vez concertada la fórmula de dudas, habrá que atenerse al princi-
pio general establecido en el canon 1.514. 
208. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 206. 
209. [bid., p. 266. 
210. [bid. p. 267. 
211. Art. 210,2. 
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El nuevo capítulo, que se puede admitir en apelación, se deberá 
entender cuando la apelación sigue su curso ordinario ya que llevará 
consigo nueva instrucción. El fallar en la sentencia por otro capítulo 
distinto al concertado en la fórmula de dudas, no es admisión de 
nuevo capítulo cuando se falla sobre los mismos hechos. Es abundan-
te la Jurisdicción que considera doble sentencia conforme cuando so-
bre los mismos hechos en una sentencia se ha considerado un capítulo 
y en otra otro capítulo distinto. Naturalmente que en estos casos los 
capítulos deberán tener cierta conexión 212. 
Es novedad, con relación al «Causas matrimoniales», el haber su-
primido el recurso contra el decreto ratificatorio (cn. 1.684). Por con-
siguiente, pueden contraer matrimonio a partir del momento en que 
se les comunica el decreto ratificatorio. Se había sugerido que no se 
pudiese contraer nuevo matrimonio antes de algunos días, una vez 
comunicada la sentencia. También se había pedido que se suspendie-
sen las nupcias mientras la otra parte pudiese interponer nueva apela-
ción contra la sentencia. Los Consultores prefirieron la norma como 
estaba pues no parecía equitativo interponer otras dificultades cuan-
do ya se tenía una sentencia confirmatoria 213. 
Desaparecen las facultades del defensor del vínculo en cuanto a 
nuevas apelaciones. Se remite al canon 1.644 en cuanto a la revisión 
de causa. Y en ese momento el juez podría prohibir la ejecución de la 
sentencia hasta obtener otra nueva. 
-Según el canon 1.684, los cónyuges pueden acceder a contraer 
nuevo matrimonio desde el momento en que se les ha comunicado el 
decreto ratificatorio o la nueva sentencia. Es clara la modificación 
introducida. Salvadas, naturalmente, las prohibiciones que contenga la 
sentencia o que haya puesto el Ordinario del lugar. Tampoco faltó 
212. RRD., 61 (1969), p. 401, n. 17 c. BEJAN; 64 (1972), p . 743, n . 15 c. EWERs, 
56 (1964), p. 39 c. BRENNAN; pp. 353-354, c. DE Jomo, p. 901 c. DE Jomo; Sent. 
de 20 de Diciembre de 1975, c. ANNE, en «11 diritto ecclesiastico», 1976, 3-4, 
p. 89 ss.; Decreto de 17 de Marzo de 1971, c. PINTO, en «11 diritto ecclesiastico», 
1972, 1-2, p. 11 ss.; La Signatura Apostólica decidió no haber conformidad 
cuando una sentencia falló por miedo y otra por exclusión de la fidelidad (cfr. 
Apollinaris, 44 (1971), p. 17; "Periódica», 61 (1972), p. 103. Cfr. PINTO, De sen ten 
tiarum conformitate in causis matrimonialibus, en "Periódica», 62 (1973). 
pp. 225-231. 
213. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, pp. 267-268. En la legislación última ya 
no se admitía la apelación contra la no admisión de la apelación contra el de-
creto ratificatorio (cfr. GRCCHOLEWSKY, Reiectio recursos interpositus adversus de-
cretum ratihabitionis ad normam in M.p., "Causas matrimoniales», en "Periódi-
ca», 68 (1979), pp. 59-96; Respuesta de la Signatura Apostólica del 14 de Julio de 
1974, en "Periódica», 68 (1979), pp. 61-63; GIL DE LAS HERAS, La impugnación de 
la sentencia, en Ius CANONICUM, 21 (1981), pp. 301-302. 
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quien pidiese, según la «RELATIO», que después del decreto ratifica-
torio o de otra sentencia afirmativa, pudiese apelar el defensor del 
vínculo, según el canon 1.987 del Código anterior. Se contestó que, 
después de dos sentencias, no cabe apelación. 
Como también se propuso que no se admitiese la nueva revisión 
de causa cuando la otra parte ha contraído matrimonio nuevo, lo cual 
parece incongruente. Se contestó que se trata de un derecho natural 
y sería contrario al canon 1.595 del esquema 214. 
-Más concreto con relación al Código anterior es el canon 1.685 
prescribiendo que el Vicario judicial debe notificar la sentencia al 
Ordinario del lugar donde se celebró el matrimonio, en cuanto se haya 
hecho ejecutiva. Este debe cuidar que se anoten cuanto antes en el 
libro de matrimonios y en el de bautismos la nulidad que se ha de-
clarado y las prohibiciones que quizás se hayan añadido. 
Es de elogiar el equilibrio mantenido en el texto aprobado frente 
a las sugerencias y peticiones excesivas en un sentido y en otro. Es 
verdad que se evitan las ulteriores apelaciones que podía hacer el de-
fensor del vínculo. Todo estaba dirigido a defender el vínculo. Pero 
éste puede tener la mejor defensa en una instrucción bien hecha, por 
jueces competentes y diligentes. Es donde el N. C. no ha puesto modi-
ficaciones que hubieran sido muy de desear. Sobre todo en estos tiem-
pos en los que con tanta facilidad se jura en falso, es necesaria una 
atención y formación especial en el que instruye la causa. 
6. DEL PROCESO DOCUMENTAL (cn. 1.686-1.688) 
-El llamado «caso excepto», después «caso especial», es llamado 
ahora «proceso documental». Se da cuando consta el impedimento di-
rimente, el defecto de forma legítima, constando con certeza que no 
se concedió dispensa, o la falta de mandato al procurador. Es necesa-
rio que al documento no se le pueda oponer objeción ni excepción. No 
se admite que se extienda este proceso a casos de nulidad por defecto 
de consentimiento cuando se tenga esta certeza por documentos. Se 
contestó que esta solución acarrearía grandes dificultades y traería 
abusos 215. 
Son claras las modificaciones de la nueva disciplina con relación 
al Código anterior (cn. 1.990). Aunque algunas ya se habían introducido 
en el «Causas matrimoniales». Es novedad, en relación con la legisla-
214. Respuesta al canon 1636 del esquema. 
215. Cn. 1686; COMMUNICATIONES, [bid., p. 269. 
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ción anterior (cn. 1.990 del Código de 1.917; arto 227-228 de la Provida 
Mater; M.p. «Causas matrimoniales», XI) que ahora sea el Vicario 
judicial o el juez por éste designado, y no precisamente el Ordinario 
local, como. se decía antes, el que pueda declarar mediante sentencia 
la nulidad del matrimonio. 
-No se pide ahora que el documento sea «cierto y auténtico». 
Con ello se deja al arbitrio del juez la valoración del documento y su 
fuerza en cuanto a la prueba. 
-Se menciona el derecho a apelar de la parte que se considera 
perjudicada, cosa que se omitía en la legislación anterior (cn. 1.991; 
«Causas matrimoniales», n. XIII). En cambio, la «Provida Maten> men-
ciona esta facultad para el promotor de justicia y a la parte (art. 229/2). 
En N. C. reconoce este derecho a la parte en el canon 1.687/2. Hemos 
de pensar que también tiene este derecho el promotor de justicia cuan-
do él impugnó el matrimonio en virtud del canon 1.674/2. Así lo hace la 
Provida Mater en el arto 229/2). 
-Es curioso, pero el canon 1.687 desciende a ello, que prescriba 
y mande al juez que debe enviar los autos al juez superior indicando 
que se trata de un proceso documental. Está justificada esta adverten-
cia ya que este proceso lleva un ritmo especial en apelación, como pres-
cribe el canon 1.688: «El juez de Segunda Instancia, con intervención 
del defensor del vínculo y habiendo oido a las partes ... , decidirá si la 
sentencia debe confirmarse o más bien se debe proceder en la causa 
según el trámite legal ordinario; y en este caso la remitirá al tribunal 
de Primera Instancia». Sería lamentable, como se han dado casos, de 
que entrara en el tribunal de apelación una causa de proceso documen-
tal y, sin más, fuese seguida en proceso ordinario. 
7. NORMAS GENERALES 
Al final del capítulo dedicado a las causas de nulidad de matrimo-
nio, dentro del título de los procesos matrimoniales, se ha dedicado el 
artículo VII a dar unas normas generales para estos procesos. Se dis-
cutió dónde habían de figurar estas normas, si al principio de las 
causas matrimoniales o el fin. Prevaleció la opinión de los que estima-
ban que debían figurar en el lugar que ocupan en el texto aprobado. 
-En la primera norma se dice que los jueces, en la sentencia, de-
ben amonestar a las partes sobre las obligaciones morales o incluso 
civiles que acaso pesan sobre ellas respecto a la otra parte y a la pro-
le, por lo que se refiere al sustento y a la educación (cn. 1.689). Se venía 
poniendo en algunas sentencias por algunos jueces. Era necesario que 
una norma como ésta lo prescribiese. La Iglesia no puede desentender-
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se de amonestar y exhortar sobre estos puntos a las partes, sobre todo 
en nuestros tiempos en los que es tan frecuente el hacer cuanto esté 
en su mano por dejar a su consorte, aun a sus hijos, en el abandono. 
Una sensibilidad y exigencia cristiana no puede permitir esta actitud. 
-La segunda norma prescribe que no se traten las causas de nu-
lidad de matrimonio por el proceso contencioso oral (cn. 1.690). Algu· 
nos órganos consultados habían pedido que se aplicase este proceso 
a las causas de nulidad de matrimonio. No se aceptó la proposición 
porque casi todos los órganos consultados prefieren el proceso con-
tencioso ordinario, bien porque el oral se introduce ahora por primera 
vez en el uso de nuestros tribunales y, por tanto, parece peligroso un 
cambio repentino tan grave en asunto de tanta importancia, bien por-
que no hay razón para pedir la celebración más rápida del proceso 
cuando en el N. C. se ha abreviado mucho en el proceso contencioso 
ordinario 216. 
Aun con la doble explicación dada, la respuesta nos da pie para 
pensar que no estamos lejos de que se ponga en uso el proceso oral 
para algunas causas matrimoniales. Todo ha de requerir gran cui-
dado y previsión para no dar pasos en falso que obliguen a replegarse 
de nuevo ante el fracaso obtenido. 
Todavía en la «RELATIO» aparece alguna voz pidiendo que las 
causas matrimoniales puedan ser tratadas en proceso oral. Se contestó 
que no podía admitirse la advertencia porque «el proceso contencio-
so oral no da las garantías que son necesarias para el proceso matri-
monial por el vínculo sacramental. Y aquí fueron los codificadores 
más radicales pidiendo por unanimidad que se añadiese al canon 1.608 
del esquema este otro párrafo: «Si el proceso oral se usa fuera de los 
casos permitidos por el derecho, los actos judiciales son nulos» 217. De 
hecho, así consta ya como principio general en el canon 1.656/2. Ante 
las insistencias de algunos, era necesaria esta norma para evitar cual-
quier abuso que ya se estaba previendo. 
-La tercera norma prescribe que «en las demás cosas que se re-
fieren al procedimiento, si no lo impide la naturaleza del asunto, aplí-
quense los cánones sobre los juicios en general y sobre el juicio con-
tencioso ordinario, cumpliendo las normas especiales para las causas 
acerca del estado de las personas y para aquellas que se refieren al 
bien público» (cn. 1.691). 
Así diremos que la ley procesal está en las normas sobre los juicios 
en general y las dadas en el proceso contencioso ordinario. La ley par-
ticular está dada en los cánones sobre las causas matrimoniales. 
216. COMMUNICATIONES, Ibidem. 
217. Respuesta al canon 1642 del esquema. 
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II. LAS CAUSAS DE LA SEPARACIÓN DE LOS CÓNYUGES (cns. 1.692-1.696) 
Se puede decir que los cánones dedicados en el N. C. a estas cau-
sas son nuevos. El Código anterior no tenía un proceso para las cau-
sas de separación conyugal. Se hablaba de sentencia del juez en el 
canon 1.130 y, de alguna forma, de proceso administrativo en el 1.131. 
No había un procedimiento específico. No se podía aplicar la «Provida 
Maten> ni el M.p. «Causas matrimoniales». Se acudía al procedimiento 
general contencioso en las naciones donde la separación canónica te-
nía efectos civiles. Preguntada la Comisión de Intérpretes si la separa-
ción conyugal se podía pronunciar judicialmente, contestó el 25 de 
Junio de 1932 que estas causas se trataron «en forma administrativa a 
no ser que otra cosa estableciese el Ordinario, de oficio, o a instancia 
de parte 218. En España la Nunciatura envió una Circular a los Obispos 
españoles el 2 de Agosto de 1958 sobre la necesidad de proceder ju-
dicialmente en las causas de separación conyugal 219. 
Algunos órganos consultados opinaron que el título sobre las cau-
sas de separación conyugal debía ser suprimido porque los esposos 
no llevan estas causas a los tribunales eclesiásticos o podía ser some-
tida toda cuestión al derecho particular. Los Consultores opinaron que 
en la ley general no podía faltar este título teniendo en cuenta la com-
petencia de la Iglesia sobre las causas de separación de los cónyu-
ges 220. Por otra parte, opinamos nosotros que se debe privar a los cón-
yuges de poder acudir a los tribunales de la Iglesia si prefieren acudir a 
a los tribunales eclesiásticos. 
En la relación de Febrero de 1972 se decía que no procedía que las 
causas de separación se enviasen siempre al Magistrado civil. Y se da· 
ban estas razones: Es indudable el principio de que las causas matri-
moniales pertenecen por derecho propio al juez eclesiástico; muchos 
matrimonios vienen a ser solamente canónicos; en el derecho civil no 
se consideran algunas causas de separación que ante la Iglesia son 
bien válidas; en caso contrario, la Iglesia abdicaría de su derecho pro-
pio y, en consecuencia, frecuentemente se concedería la separación o 
se denegaría contra la ley divina; la separación concedida en el foro 
civil sería la base para, pasado el tiempo, conceder el divorcio «ipso 
iure» 221. También se apreciaron los inconvenientes de la doble juris-
dicción en este punto. 
218. AAS, 24 (1932) 234. 
219. Boletín Oficial del Obispado de Madrid-Alcalá, de 15 de Octubre de 
1958, p. 401. 
220. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, pp. 272-273; VIII, 2, 1976, pp. 195-196. 
221. COMMUNICATIONES, IV, 1, 1972, p. 66. 
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1. El doble camino para obtener la separación conyugal 
Es el primer principio que establece el canon 1.692: «La separación 
personal de los cónyuges puede decidirse por decreto del Obispo dio-
cesano o por sentencia del juez». Es decir, se puede resolver por vía 
administrativa o por vía judicial. Si se realiza por vía judicial, debe 
aplicarse los cánones del proceso que trae el N. C. 
En la Relación de Febrero de 1972 ya se tuvo en cuenta que estas 
'Causas, por su naturaleza, son contenciosas y, por consiguiente, se 
deberían resolver judicialmente. Pero, como en estas cuestiones es 
necesaria la brevedad, que, a la vez, reuna las cautelas suficientes 
para proteger la dignidad de las personas, se consideró el proceso oral 
como el más adecuado. Pero las partes conservarán el derecho a pe-
dir más garantías o cautelas con el proceso contencioso ordinario 222. 
Es claro que, en cualquier proceso que se escoja, se deben ob-
servar las normas propias de este proceso para las causas de separa-
dón conyugal. Si se sigue la vía administrativa, la apelación se hará 
en conformidad al proceso que trae el nuevo Código sobre el recurso 
contra decretos administrativos, según los cánones 1.737ss. 
2. La licencia del Obispo para acudir al tribunal civil 
La Iglesia mantiene el principio de que los bautizados deben acudir 
a la autoridad eclesiástica para pedir la separación. Esto, en principio, 
ya que puede estar establecido en Acuerdos o en Concordatos que la 
Iglesia ceda este derecho en favor del foro civil. En otro caso, puede 
obtenerse la licencia del Obispo para acudir al foro civil. Será causa su-
ficiente el hecho de las sentencias eclesiásticas no tengan efectos civiles. 
De todos modos, la norma establecida en el canon 1.692 supone 
que es necesario acudir al Obispo de la diócesis y obtener la licencia 
correspondiente. Así se ve en estas palabras: «Donde la decisión ecle-
siástica no produzca efectos civiles, o si se prevé que la sentencia civil 
no será contraria al derecho divino, el Obispo de la diócesis de resi-
dencia de los cónyuges, atendiendo a las circunstancias peculiares, 
podrá conceder licencia para acudir al fuero civil». Estimamos que esta 
licencia debería pedirse aun en los casos en que ha habido Acuerdos en-
tre la Santa Sede y el Estado civil, al menos para tranquilidad de con-
ciencia de los esposos. En los últimos Acuerdos entre la Santa Sede 
y el Estado español, nada se dijo sobre las causas de separación. Por 
222. [bid., p. 66. 
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consiguiente, no hay ninguna licencia implícita concedida a los cón-
yuges para acudir a la autoridad civil a pedir la separación conyugal. 
Conserva el pleno valor el canon 1.692 reclamando la licencia previa 
que se necesita del Obispo. 
En cambio, cuando se trata de asuntos meramente civiles, el ca-
non citado en su párrafo tercero prescribe que se lleve la causa al 
foro civil. 
3. Libertad para escoger el proceso oral (cn. 1.693) 
En caso de escoger una de las partes o el promotor de justicia 
la sentencia del juez en vez del decreto del Obispo diocesano, se ha 
de seguir el proceso contencioso oral (cn. 1.693/1). Así diremos que 
en las causas de separación el proceso judicial a seguir es el oral. 
En realidad, donde no tengan efectos civiles las causas de sepa-
ración, tampoco se debería resolver por el proceso contencioso ordi-
nario. Algunos habían sugerido que el juez pudiese resolver o deci-
dir que se usase el contencioso oral aun cuando los cónyuges pidiesen 
el contencioso ordinario. No agradó esta sugerencia a los Consultores. 
Se debe considerar que, cuando los cónyuges piden el contencioso 
ordinario, tienen interés especial en que su caso se rodee de plenas 
garantías y que piensan proponer pruebas con mayor amplitud 223. 
4. Facultad para confirmar por decreto la sentencia (cn. 1.693) 
Finalmente se puede aplicar también a las causas· de separación 
lo que se venía haciendo con las de nulidad, es decir, confirmarlas por 
decreto, cuando fueron tratadas en proceso contencioso ordinario en 
Primera Instancia 224. No se podrá cuando en Primera Instancia se 
tramitó según el proceso oral, según prescribe expresamente el ca-
non 1.693/2. 
Todos los casos que puedan presentarse, susceptibles de recibir 
la aplicación del decreto ratificatorio, pueden reducirse a estos dos: 
a) La sentencia de Primera Instancia ha sido afirmativa en cuan-
to a todas las acciones, es decir, se ha concedido la separación a quie-
nes la han pedido y por los capítulos por los que la han pedido. 
b) La sentencia de Primera Instancia ha concedido la separa-
223. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, 273. 
224. Cn. 1693, 2; COMMUNICATIONES, Ibid. 
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ción solamente a una de las partes o por uno solo de los capítulos 
alegados; a la otra parte se le ha denegado, o concedido por uno y 
denegado por otro u otros. 
En el primer caso puede darse decreto ratificatorio sobre todas 
las partes de la sentencia. Ahí ya habría pleito acabado por tener dos 
sentencias conformes. Si solamente se ratifica una parte de la sen-
tencia o unos capítulos, los otros podrían seguirse en curso ordina-
rio, a instancia de la parte perjudicada. 
En el segundo caso, se puede ratificar total o parcialmente la 
parte afirmativa de la sentencia. La parte negativa y los capítulos no 
ratificados podrían seguir en curso ordinario a instancia de la parte 
o de las partes. 
Estimamos que esta norma puede ser aplicada a todas las causas 
que se han tramitado por el proceso ordinario judicial según el Có-
digo anterior. Las que ya entraron en apelación según el proceso ordi-
nario deberán ser terminadas según este mismo proceso. 
5. La obligación de emplear los medios pastorales (en. 1.695). 
También en estas causas tiene el juez la obligación de emplear 
todos los medios pastorales para que los cónyuges se reconcilien y 
sean ayudados a llevar y establecer la comunidad conyugal, siempre 
que haya esperanza de éxito (en. 1.695). 
En la Relación de Febrero de 1972 se invitaba al juez a que tu-
viese algún encuentro con el Párroco para hablar sobre los inciden-
tes de la vida conyugal de los esposos en concreto. Se indicaba esta 
relación con el Párroco para ver la posibilidad de reconciliación 225. 
Afectando estas causas al bien público, no cabe acudir a la transacción 
o compromiso arbitral según prescribe el canon 1.715. 
6. La competencia del tribunal en estas causas (en. 1.694) 
Establece el N . C. que se tengan en cuenta las normas dadas para 
las causas nulidad de matrimonios (en. 1.694). 
7. La presencia del Promotor de justicia (en. 1.696). 
Se prescribe la obligación de que intervenga en estas causas el 
225. COMMUNICATIONES, IV, 1, 1972, p. 69. 
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promotor de justicia de acuerdo con el canon 1.433, bajo pena de nu-
lidad de actuaciones, ya que estas causas afectan al bien público. y 
esto a pesar de que algunos órganos consultados opinaban que no 
parecía necesaria su presencia 226. Estimamos que la razón dada es su-
ficiente para ver la necesidad de este canon. Ya en la Relación de 
Defrero de 1972 se decía que era absolutamente necesaria la presencia 
del promotor de justicia porque interesa al bien público que no se se-
paren los cónyuges por el peligro que supone la separación para ellos y 
para los hijos. También en el foro civil interviene el fiscal. Se concre-
taba que el fin de la presencia del promotor de justicia en este caso 
no estaba «determinatus ad unum», como sucede en el caso del defen-
sor del vínculo, sino que podía estar tanto en favor como en contra 
de la separación m. 
Es claro que en todo lo demás se deben seguir las normas estable-
cidas para los juicios en general y para el juicio contencioso ordinario. 
Así estaba preparado un canon en el esquema el cual fue suprimido 
por entender que no era necesario ante lo establecido en el canon 
1.693 228 • Con todo, en la Relación de Febrero de 1972 se insistía en que 
el juez oyese directamente a los cónyuges y no se instruyese por me-
dio de auditores o de exhortos (dirigiéndose especialmente al proceso 
ordinario porque en el oral se da siempre la declaración directa) 229. 
Puede verse que en los codificadores prevalece la opinión de que es 
preferible la inmediación en la instrucción de la causa. 
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226. Cn. 1696; COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 274. 
227. COMMUNICATIONES, IV, 1, 1972, p. 68. 
228. COMMUNICATIONES, XI, 2, 1979, p. 274. 
229. COMMUNICATIONES, IV, 1, 1972, p. 68. 
